con el objeto de mejorar las condiciones de vida y aumentar
sus condiciones de vida.

El Plan contiene en primer lugar su propia
fundamentacién. Esta basada en el

andlisis de las
necesidades sociales y de la situacién de los recursos

sociales de Andalucia, realizados en el marco del Plan
regional.

En sequndo lugar se aborda la planificacién de los
Servicios Comunitarios, que van dirigidos a todos los
ciudadancs y constituyen un instrumento de prevencién,
normalizacién y participacién social. Por Gltimo se plantea
la de los Servicios Especializados, donde se plantean las
actuaciones dirigidas en favor de colectivos co menores,
ancianos, minusvalidos, etc.

El Plan Andaluz de Servicios Sociales va a suponer
en definitiva un instrumento decisivo para la consolidacién
de los servicios sociales en Andalucia y el aumento de su
eficacia. Con el, la cobertura de las necesidades sociales
podran asentarse con una eficacia y una extensifn
inimaginable hace tan s6lo una década.

Pero la ley de Servicios Sociales, nace igualmente
con una decidida voluntad de cordinar las actuaciones
piblicas y subsanar asi la tradicional dispersién de
actuaciones. Para ello articula un sistema de atribucién de
competencias entre las distintas administraciones.




6.2.D.-COMPETENCIAS.

a l.Competencias de la Administraciém Autonémici

a. La planificacién general de los servicios sociales,
al objeto de eliminar desequilibrios tecrritoriales.

b. La coordinacién de actuaci..es y programas entre sus
propios Departamento., con las distintas Administraciones
piblicas y con los sectores de la iniciativa social.

c. El establecimiento de prioridades que haga efecc:iva
la coordinacién de inversiones y servicios dde las
Corporaciovnes locales.

d. La supervi 'ién y control del cumplimiento de la
normativa en los servicios pi “tados por la Administracion

y por las 1stituciones privadas.

e. La determinacién de los criterios generales para la
‘rticipaci6én de lo- usuarios en los servicios sociales.

f. La gesti6n de los servicios sociales propios a

través del IASS.

g. La promocién y realizacién de investigaciones Y
estudios asi como la realizacién de actividades formativas.
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h. i i i
La asistencia y asesoriamento técnico a las

_— a4 s e Bl
ntidades piblicas y de iniciativa social que lo soliciten.

1. La creacidén y organizacién del Registro de Entidades

y Centros de Servicios Scciales de Andalucia.

j. El ejercicio del protectorado sobre las fundaciones
de carécter social, asi como la tutela y alta direccidn de

cuantos entes y corganismos desarrollen aactividades en el
campo de los servicios sociales.

a. Competencias de las Diputaciones Provinciales

De acuerdo con lo establecido en el Estatuto de
Autonomia, la LSS otorga un protagonismo relevante a la
administracién local. De hecho, una de las cuarenta
enmiendas aprobadas respecto al proyecto de Estatuto de
Autonomia, significé la introduccién del art. 4.4, que
convierte a las Diputaciones en 6rganos de gestién
ordinaria de los servicios periféricos propios de la
Comunidad y permite que puedan recibir competencias por

delegacién.

Esta previsién -sobre cuyos fandamentos en el
Informe Enterria, para la reordenacién del proceso
autonémico parecen existir pocas dudas (Ruiz Robledo 1988
pag. 223-245)- quedara plasmada en la propia letra de la
LSS. La ley reguladora de las Relaciones entre la Comunidad
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Auténoma de Andalucia y las Diputaciones Provinciales de su
territorio, ley 11/1987, de 26 de diciembre,

regulé las
bases generales de la delegacién de

atribuciones,
procedimientos y obligaciones reciprocas.

Con arreglo a la LSS, la~ Diputaciones ejercerén
las competencias que les esten atribuidas legalmente con el

cardcter de propias y, por delegacién de la Junta de
Andalucia (art. 13):

1. La gestién de los centros de servicios sociales
especializados de &mbito provincial y supramunicipal.

2. La coordinacién y gestién de los centros de
servicios sociales comunitarios asi como de los servicios
sociales especializados de ambito local, en los municipios
de hasta 20.000 habitantes. La ley de Diputaciones afiadiré:
y los de dmbito supramunicipal de acuerdo a los principios
y criterios generales establecidos por la Junta de
Andalucia en esta materia.

3. La ejecucién y gestién de los programas de
servicios sociales y prestaciones econémicas que pudiera

encomendarles el Consejo de Gobierno.

Esta misma configuracién de las competencias de

las Diputaciones, se encuentra en el art. 42 de 1la
mencionada Ley reguladora de las Relaciones entre la Junta

y las Diputaciones.




3. Competencias de los Ayuntamientos

a) Los Ayuntamientos seran responsables de los
Servicios Sociales de su &mbito territorial. Asimismo
ejerceran también, por delegacién de la Junta de Andalucia

(art. 19):

1. La gesti®n de los Centrous de Servicios Sociales
Comunitarios en los municipios de mids de 20.000 habitantes.

2. La gestién de los Ccontros de Servicios Sociales
especializados de &mbito local, en los municipios de més de
20.000 habitantes.

3. La ejecucién y gesti6én de los programas de
Servicios Sociales y prestaciones econémicas gue pudiera
encomendarles el Consejo de Gobierno.

La respuesta legal a la distribuci6én de
competencias es por tanto claramente municipalista. El
Ayuntamiento es el lugar optimo donde deben hacerse
realidad los servicios sociales, como nivel territorial
badsico y lugar mas préximo a 1as necesidades del ciudadano.
Pero no en el municipio aislamente, sino engarzado con la
provinicia, 1la Comunidad auténoma y el Estado central.
Forman asi un conjunto, una estructura, un sistema general
en el que se pueden hacer efectivos los principios

insp.radores de los servicios sociales.




La ley ademas regula los 6rganos de gestion y
participacién: el IASS, los Consejos de Servicios Sociales
-que seran estudiados mas adelante- y el voluntariado
social. Los dos Gltimos Titulos se dedican a la

financiacién piblica y a las infracciones y sanciones.

En la financiacién se encuentra formulado un
mandato esencial para entender la naturaleza piblica del
sistema de servicios sociales. Se encuentra en el art. 27
de la LSS: "La Junta de Andalucia consignard anuaimenie en
sus presupuestos los créditos necesarios para hacer frente
a los gastos que se deriven del ejercicio de sux propias
competencias, los que resulten de la contribucién
financiera a los programas y servicios gestionados por las
Corporaciones locales, asi como los que sean precisos para
colaborar con la iniciativa social". Las viejas
concepciones respecto a los recursos disponibles para
atender a las necesidades sociales quedan asi solucionadas
con la responsabilidad atribuida al presupuesto autonémico

de proveer medios para atenderlos.

6.2.E.-LA INICIATIVA SOCIAL: EL VOLUNTARIADO.

La LSS regula, al igual que las restantes leyes
la intervencién de 1la iniciativa gsocial, a

tr- vés de las entidades privadas gin &nimo de lucro. Podran
ema pablico Y recibir subvenciones,

autonémicas,

¢ laborar con el sist




slempre que cumplan los requisitos establecidos en la
propia ley.

La contemplacién del voluntariado dentro de la

presente ley responde a la importante presencia que,
historicamente,

ha tenido la iniciativa social en las
actividades relacionadas con la ayuda social.

Hay ciertamente innumerables razones que explican
la presencia predominante del Estado en este campo. Baste
mencionar la multiplicacién de las necesidades y demandas
sociales; la importancia econémica de las situaciones
carenciales: la necesidad de una actuacién planificada y
coordinada; los propios compromisoso derivados de la
Constitucién y del Estado de Bienestar, etc. Pero esto no
significe jue el voluntariado haya perdido importancia o
disminuido su niimero. Algunas estimaciones periodisticas
cifran en unos 15 millones el nimero de europeos que
participan en el voluntariado.

En todo caso lo que debe puntualizarse es que la
evolucién social no significa que unas formas de atencién
a las necesidades sociales, sean sustituidas por otras. Que
el sistema estatal de actuacién ante las necesidades sea el
que mayor incidencia tiene hoy, no significa que haya
podido -ni pretendido- sustituir por completo férmulas o
modalidades previas. La actuacién estatal coexiste -pero en
proporciones cambiantes en tiempo Yy éen el espacio- con
sistemas espontdncos de ayuda, sistemas comerciales,

organizaciones voluntarias, etc.




Varios son los elementos componentes del
voluntariado. En la definicién formulada en 1979 por el

Grupo Europeo de Trabajo sobre el

voluntariado, se
establecia:

"Un voluntario es un trabajador no asalariado
que actua dentro de un marco organizado y cuyas acciones
tienen una finalidad social". Cuenta pues

con tres
caracteristicas: no asalariado, marco organizado vy

finalidad social. A ellas se le anadién en 1983 una cuarta:
la no obligatoriedad del trabajo voluntario, y al mismo
tiempo se cambi6 la expresidén "finalidad social" por "en
beneficio de la comunidad". Con ello se suprimié tambien
como trabajo voluntario los servicios prestados a
familiares y amigos.

Con arreglo al contenido del Decreto 94/1989, de 3
de mayo, de la Comunidad Aaténoma Andaluza, en desarrollo
de la LSS es preciso cumplimentar una serie de normas para
el registro, acreditacién y autorizacién administrativa de
entidades y centros de servicios sociales. Y estar
encuadrado en dicho registro constituye un requisito para
acceder a las ayudas convocadas por la Comunidad Auténoma.

En Andalucfa, como en el resto de Espafa, la
principal organizacién del voluntariado es Caritas
Espafiola, que cuenta con algo menos de cincuenta afios Y
tiene una s6lida implantacién. Se puede mencionar
igualmente la Cruz Roja que en los Gltimos afios se ha
sometido a un intenso proceso de reorganizacion de

actuaciones y de su propia ooorganizacién interna. Sus
rden de 28 de abril de
Se trata de las

nuevos Estatutos, aprobados por 0
1988, ha activado su proceso de reforma.
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principales, pero Espafa -y tambien Andalucia-

cuenta
tambien con numerosas, aunque no siempre tengan una vida

muy activa. La "Guia para el Trabajo Voluntario de Accién
Social en Espafia", editada por la Cruz Roja Espanola,
recoge un catalogo por autonomias y por actividad, con una

sumaria descripcién de sus actividades y equipamientos
disponibles (Cruz Roja Espafiola 1985).




6.3.- LA ESTRUCTURACION ADMINISTRATIVA

6.3.1.- LA COMISION DELEGADA DE BIENESTAR SOCIAL.

Con objeto de coordinar las actuaciones Y
programas de las distintas Consejerias de la Junta de
Andalucia en el area de Bienestar Social, Y optimizar los
recursos disponibles, el principal organismo que se crea
es la Comisién Delegada de Bienestar Social. Aparece por
Decreto 110/1984, de 17 de abril, con el fin de coordinar,
integrar y hacer el seguimiento de los Planes y Programas
a ejecutar en esta materia por el Consejo de Gobierno de la
Junta. En la actualidad se regula por el pecreto 280/1988,
de 13 de septiembre, sobre funcionamiento Yy estructura de

la Comisidn delegada de Bienestar Social.

Se trata de un 6rgano de naturaleza politica Yy
para disefar las grandes lineas de actuacién en este
sector. Esté presidida por el titular de la consejeria de
Cultura, e integrada por los Consejeros de Gobernacién, de
1a Presidencia, de Hacienda Y Planificacién, de Educacién,
Fomento y Trabajo, Salud vy Servicios Sociales y Cultura.

La naturaleza primordialmente politica de esta

Comisién se evidencia en la ya vista composicién €

on atribuidas. Abordan

igualmente en las funciones que le s
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el diseflo basico de las lineas de actuacién del Consejo de
Gobierno. Entre ellas estan:

-Adopcién de medidas conducentes al logro de los

objetivos de la politica de bienestar social del Gobierno
andaluz.

-Coordinacién de los trabajos de preparacién y
redaccién de los planes de de Bienestar Social y de las
inversiones previstas en los mismos.

-Coordinacién de los 6rganos de gobierno para la
ejecucién de los planes de bienestar social que apruebe el
Consejo de Gobierno.

_Control de la ejecucién de dichos planes.

_El control y seguimiento de las actuaciones que
gse realicen en el campo del bienestar social en general Y,
en especial, de los programas que haya de realizar cada

Consejeria.

-vigilancia y sequimiento de la evolucién de las
necesidades que "N materia de bienestar gsocial se planteen

en Andalucia.

-La preparacion de todo lo necesario para la

armonizacién normativa Yy organizativa en cuanto afecte al
Bienestar Social en el &mhito territorial de Andalucia.




-Preparar las materias de Bienestar Social que
hayan de ser debatidas en el Consejo de Gobierno.

6.3. 2.-DIRECCION GENERAL DE SERVICIOS SOCIALES.

Despues de haber pertenecido a la Consejeria de
Trabajo, se encuentra en la actualidad integrada en la
Consejeria de Salud y Servicios Sociales, por el Decreto
108/1988, de 16 de marzo, de estructura orgénica de la
Consejeria. Esta Consejeria es en efecto la que asume gran
parte de las funciones de asistencia social. Se estructura
en una Viceconsejeria, una Secretaria General Técnica, la
Direccién General de Ordenacién Sanitaria, otra de Consumo,
la de Servicios Sociales y el Comisionado para la Droga.
Ademas le estan adscritos los siguientes organismos
auténomos: Servicio Andaluz de la Salud, Instituto Andaluz
de Salud Mental, y el Instituto Andaluz de Servicios

Sociales.

A la Direccién General de Servicios Sociales le

esta atribuidos:

1. La elaboracién de los estudios previos a la
fijacién por parte de la Consejeria de los programas de
accién social y asistencia de toda indole que se lleven a
cabo en en la Comunidad Auténoma, y de cuantos proyectos




normativos deba proponer el Departamento para la regulacién
de los servicios sociales.

2. La realizacién de cuantas funciones de
orientacidén, apoyo y asesoramiento, asi como la formacién

Y asistencia técnica, sean necesarios para conseguir una

actuacidén coordenada y dirigida al establecimiento de un
sistema piblico de los derechos sociales.

3. La coordinacién y apoyo de la actuacién de la
iniciativa social en el campo de los servicios sociales, y
la promocién del asociacionismo mediante la articulacién de
sistemas de participacién social.

4. La tutela de las fundaciones que presten
servicios o asistencia sociales en el &mbito de 1la
Comunidad Auténoma.

5. La evaluacién, control y seguimiento de los
programas de accién social.

6. La planificacién de la asignacién de recursos
a los entes sociales e instituciones en el Area de de los

servicios sociales.

Por las atribuciones que le corresponden, la DGSS
constituye el soporte administrativo bésico de la actuacién
de la Comunidad Auténoma en materia de bienestar social.
Para el desempefio de sus funciones, se estructura en las

siguientes unidades administrativas:




a. Servicio de planificacién y programacién.
Coordina la actuacién de alas siete &reas asistenciales:
Tercera edad; Minusvalidos; Infancia

y Juventud;
Toxicémanos; Mujer; Marginacién; y Voluntariado Social.

Depende igualmente de este Servicio, la Secretaria
de Estudios y Planificacién para la Comurnidad Gitana.

b. Servicio de ordenacién y control de centros.
Lleva a cabo actividades de andlisis y control, asi como
valoracién, seguimiento y evaluacién de resultados.

c. Servicio de Coordinacién y cooperacién técnica,
que cuenta con actividades de docume tacién, publicaciones,
régimen institucional, patrimonial, etc.

En el ambito provincial, el Decreto 251/1988, de
12 de julio, requla la estructuracion provincial de los
servicios de las Delegaciones Provinciales de Salud Yy
Servicios Sociales, de quien dependen tambien el IASS y en
donde recae la representacién politica y administrativa de
la Consejeria en cada provincia.

6.3.3.-INSTITUTO ANDALUZ DE SERVICIOS SOCIALES

Se trata ce un organisio auténomo d- carécter

administrativo -al que nos referiremos como IASS-, adscrito

a la Consejeria de salud y Servicios Sociales, para la
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gestidén de los servicios sociales de la Junta de Andalucia,
incluidos los transferidos de la Seqguridad Social.

Fue creado en el art. 20 de la Ley de Servicios
Sociales y desarrollada su organizacién y funciones por
Decreto 252/1988, de 12 de julio.

Al 1ASS le corresponde 1a gestién de los centros,
establecimientos, servicios, prestaciones y programas de
servicios sociales que, por el censo de poblacién afectada
o sus peculiares caracteristicas, requieran su prestacién

con caricter supraprovincial. Y en particu’-r, la gestidn
de:

1.-Los centros y establecimientos de servicios
sociales adscritos a la Consejeria de dmbito
supraprovincial.

2.-Los servicios gque por Su grado de
especializacibn, censo de poblacién afectada, dispersidn
territorial u otras peculiaridades no puedan ser
gestionadas por entidades de &mbito provincial o local.

j.-Las prestaciones econémicas de carécter
periédico que hayan sido traspasadas a la Comunidad, o sean
establecidas por el Consejo de Gobierno.

4.-Las ayud - ptblicas de carécter no periédico

que en materia de gservicios sociales sean concedidas [>T la

Junta de Andalucia.




5.-La gesti6n de los convenios Y conciertos que

los 6rganos competentes de la Junta de Andalucia celebren
en materia de servicios sociales.

6.-ias actividades, actuaciones y programas gque
determine el Plan Regional de Servisios Sociales, asi como
las que se les encomiende el Consejo de Gubierno y la
Consejeria de SalGd y Servicios Sociales.

7.-81 ejercicio del protectorado sobre las
fundaciones de caracter social.

8.~La supervicién del ejercizio de las
competencias del :gadas a las Entidades locales, asi cu .0 la
comprobacién del nivel de eficacia en -1 desempefio de los
servicios delegu.dos.

El IASS, a nivel central, cuenta con dos 6rganos
de direccién: el Consejo de Administracién Yy la
Direccién-Gerenci ; a nivel provincial, cuenta con las
Gere: ~ias Provinciales. De ellos, el primerc es el méximo

érgaro 42 direccién.

En el Consejo de Administracién es donde se fijan
los criterios de actuaci.n del organismo y adoptan 133
medidas a proponer para el mejor funcionamiento y actuacién
del IASS, est& presidido por el Consejero de Salud Yy
Servicios Sociales. En su composicién prevalecen los
miembros de distintos organismos de la Administraci6n de la
Junta de Andalucfa, pero se cuenta igualmente con la

presencia de yepresentantes de los Ayuntamientos,
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Diputaciones y (Consejo Andaluz de Servicios Sociales. Es

decir, se trata de un organo que se pretende operativo,

aunque con canalizacién de opiniones de sectores sociales

Y politicos diversos, para la deliberacién Yy
establecimiento de las grandes lineas de actuacién del

IASS, a cuyo Director Gerente le corresponde ponerlas en
practica.

Por su parte, a nivel provincial el IASS se
estructurara en Gerencias Provirciales a cuyo frente estara
un Gerente provincial como representantes del organismo.
Seran los responsables de la gestién del Instituto en cada
provincia y deberan velar por el cumplimiento de sus fines
y objetivos en el &mbito de su competencia, con arreglo a
las directrices del Director Gerente y de los Delegados de

Salud y Servicios Sociales.

6.3.4.-L0OS CONSEJOS DE SERVICIOS SOCIALES

La Ley de Servicios Sociales establece mecanismos
para hacer efectiva la participacion ciudadana. Sigue con
ello, no solo opciones de partido sino el mandato declarado
en el art. 9.2 de la Constitucién que obliga a los poderes
~dblicos a facilitar la participacién de todos los
;iudadanos en la vida politica, econémica, social Yy
cultucal. Y se concreta en el art. 23 de la Constitucién al

reconocer el derecho de los ciudadanos a participar en los

@
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asuntos publicos. Compromiso recogido en el art. 12.1 del
Estatutc de Autonomia de Andalucia.

Por ello, para hacer efectiva esta participacién,
la LSS crea el Consejo Andaluz de Servicios Sociales, como

6rgano de participacién y consulta de &mbito regional, gue
ha sido desarrollado por Decreto 103/1989, de 16 de mayo.
En este 6rgano van a estar representados:

-La Administracién Autonfémica.

-Los Ayuntamientos.

-Las organizaciones de usuarios.

-Los representantes de la iniciativa social.
-Representantes de instituciones

profesionales.

Son funciones del pleno del Consejo Andaluz de

Servicios Sociales:

a). Informar con carécter previo los proyectos

normativos de desarrollo de la Ley de Servicios Sociales.

b). Informar sobre dotaciones presupuestarias de

los servicios sociales.

c). Conocer y evaluar los resultados de la gestion

de los servicios sociales.

d). Emitir los dictamenes que le sean solicitados

por las entidades competentes en la materia.




e). Formular propuestas e iniciativas

a los
érganos competentes.

£3.

informacién,

Colaborar en los programas y campafias de

divulgacién y desarrollo de actividades en
materia de servicios sociales.

g). Fomentar la participacién de los distintos

sectores sociales en el desarrollo y potenciacién de los
Servicios Sociales.

Dentro del Consejo Andaluz de Servicios Sociales
se crearédn comisiones especiales para los Servicios
Sociales Comunitarios de los sectores de Familia, Tercera
Edad, Minusvalidos, Infancia y Adolescencia, Comunidad
Gitana y otras que el Consejo considere convenientes.

Los Consejos Provinciales y los Consejos Locales
de Servicios Sociales, responden a la misma concepcifn,
asumen un protagonismo equivalente en esos ambitos
territoriales. En la actualidad estos 6rganos comunitarios

se encuentran en proceso de implantacién.




6.4.- LOS SERVICIOS SOCIALES

ANTE LA REALIDAD ANDALUZA.

Cuando se produce la crisis econémica de 1973, en
Andalucia casi no habian 1llegado medidas de bienestar
social. Las adversas condiciones econémicas producen
efectos particularmente negativos en Andalucia: el paro y
la pobreza, tradicionalmente mis elevados en esta regién,
se agudizan durante la crisis econémica. Los servicios
sociales se estan implantando, pero no adelantdndose a las
situnaciones de necesidad que aparecen, sino como apresurada
respuestas a demandas crecientes.

La innovacién y progreso que tal decisién sin duda
significan, no nos debe hacer olvidar los aspectos
insuficientemente satisfactorios. No puede haber adquirido
una perfeccién que sélo el tiempo y el propic rodaje de las
instituciones pueden aspirar a conseqguir. Por ello debemos
de sintetizar algunas insuficiencias que, en nuestra
opinién, todavia subsisten. Sumariamente pudieran

sefnialarse:

1. Los servicios sociales han de hacer frente a
una particular dificultad: el enorme nGmero dz nicleos con

poca poblacién existentes en Andalucia. El 70 % de estos

nGcleos, cuentan con menos de cinco mil habitantes. La
poblacién ha de ocasionar o bien unas

dispersién de la
ntes para que lleguen estos

dificultades econémicas importa
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servicios a toda la poblacién, o bien la persistencia de
muy desiquales servicios publicos disponibles para los

residentes en el medio urbano y el rural, siempre peor

atendido.

Incluso puede plantear graves problemas de
prioridad entre un tipo de zonas y otras, con la probable
decisidén de que prevalezcan los criterios cuantitativos
~del nimero de personas que puedan beneficiarse, siempre
superior en medios urbanos-. Sin embargo, a lo mejor los
problemas, comparativamente, afectan a menos personas en el
medio rural, pero puede que se encuentran en situaciones de
mayores carencias o que las personas afectadas se
encuentren -por su avanzada edad, o por falta de recursos
culturales- con menos habilidades para hacerles frente. En
todo caso, se trata de un grave problema que aunque no
salte a menudo a las paginas de la prensa o la actualidad
politica, no iebemos silenciar su existencia (Vease en:
Caritas Espaifiola, 1987, wuna guia de los recursos
disponibles para el medio rural; Vease tambien Varios
autores 1987 d).

2. Dadas las muy numerosas necesidades sociales,
se produce la falta de recursos econémicos, personales y
tecnicos para atenderlos. Esta carencias son,

probablemente, mas acuciantes que en otras regiones debido
a las acusadas desigualdades internas en Andalucia. Esta
situacién origina que en numerosas ocasiones los recursos
disponibles no sean suficientes para atender las demandas
ncluso existan listas de espera para

existentes, y que i
lograr cobertura a las peticiones planteadas.
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3. Deben subsistir grandes bolsas de sectores
sociales que desconocen la existencia de servicios pablicos

en todas las regiones y en particular en Andalucia. La
incultura, el analfabetismo o el distanciamiento, durante
muchos anos, entre el poder y los intereses ciudadanos,
permiten hacer ese diagnéstico del desconocimiento. Esto,
en cualquier caso, puede estar originando que se beneficien
de las prestaciones y de los servicios no quienes mas lo
necesiten, los mAs indigentes, Jue por su propia situacién
extrema no acceden ni a los circuitos que les ayudarian a
salir. Es el conocido "efecto Mateo", por referencia al
Evangelio de San Mateo: a quien tiene se le dard, y a quien

no tiene, hasta lo que tenga se le quitara.

4. Aparentemente al menos, subsisten ciertas
desigualdades en el trato de sectores, tal vez derivados de
la facilidad de registro. Colectivos como la texcera edad,
cuentan con mAs centros, servicios y prestaciones que
otros, por ejemplo, los gitanos, incluso en estructuras
administrativas a los que dirigirse.

5. Se estan haciendo importantes esfuerzos en la
creacién de centros -sobre todo Comunitarios-, implantacién
de estructuras administrativas Yy organizativas, en la
planificacién etc. Queda mucho por hacer, pero antes eran
inexistentes. Pero este esfuerzo, sin duda inevitable, tal
vez esté generando la impresién de que se presta més

atencién a esos medios o instrumentos que a los propios
Quiza se trate de una situacién

atenie una vez Se

fines: resolver problemas.
provisional o transitoria y que se

352




encuentren disponibles los
construccidn.

equipamientos hoy en

Pero hoy por hoy parece existente esta
percepcién.

6. La percepcién de que se presta mas atencién a
los medios -los instrumentos- que a los fines tal vez se

acreciente en periodos de transicién, como el que nos
encontramos. Todas las medidas legales y la planificacién
son muy recientes y estan en proceso de implantacién. Se
difunden cuando todavia los ciudadanos no comienzan a ver

sus resultados inmediatos, y esto puede estar favoreciendo
tambien un cierto escepticismo.

7. La magnitud de las necesidades perentorias
urgentes, hace prevalecer la atencién a las necesidades
acuciantes, postergando la orientacién preventiva que no
s6lo es la mas adecuada sino, incluso, la que debidamente
planificada comporte menos gastos econémicos y mayor grado
de bienestar ciudadano (la ausencia de una orientacién
preventiva es una de las criticas que formula la UGT
Andalucfa al actual sistema; vease UGT 1987).

8. El1 esfuerzo realizado en la implantacién de los
servicios sociales no ha venido acompafiado de una
dedicacién andloga a la evaluacién del rendimiento Y
eficécia. de los disponibles. Unicamente con un impulso
decidido en esta direccifén, se perfeccionaré el rendimiento
de estas instituciones
y el bienestar ciudadano.




CAPITULO SEPTIMO

LOS SERVICIOS SOCIALES ESPECIALIZADOS




7.1.-SERVICIOS SOCIALES PARA LA INFANCIA

5 : o :
La idea de que todo nifio tiene derechos es

relativamente reciente en la historia. Siempre se ha

tratado de los deberes y obligaciones del nifio respecto a

su familia, padres o sociedad. Pero nunca se habian

enumerados los derechos sociales y las protecciones
especificas del individuo, que deben ampardrle en virtud
de su escasa edad (para un estudio general sobre la
situacién actual de la infancia, Iglesias de Ussel 1983).

La primera Declaracién de Derechos del Nifio, se
aprobé el 24 de septiembre de 1924 por la Asamblea de la
Sociedad de Naciones en Ginebra. A ella se remitiria la

Constituci6n espafiola de 1931, cuando en su art. 43
declaraba que el Estado hacia suya dicha Declaracién.

Despues de la 2 Guerra mundial, comienzan a
adoptarse medidas especificas en favor de la infancia. Su
manifestacién mis notoria fue la aprobacién por unanimidad,
en la Asamblea de las Naciones Unidas, en octubre de 1959,
de una nueva "Declaracién de los Derechos del Nifio" més
amplia, con diez principios y que reconnce una amplia gama
de derechos. Es muy ambiciosa al definir la proteccién al

nifio. Asi establece que el nifio debe beneficiarse de una

proteccién especial y verse rodeado de las posibilidades y

facilidades para: "Estar en condiciones de desarrollarse de

una manera normal en el plan fisico, intelectual, moral,




espiritual y social, en las condiciones de libertad y de
dignidad" (Principio 2).

La conciencia en favor de la protecci6én del nino,
cOmO ser mas vulnerable de la sociedad, se ha visto adem&s
favorecida por otras actuaciones de la ONU. Concretamente
en diciembre de 1946, se fund6é la UNICEF (Fondo de las
Naciones Unidas para la Infancia), como un medio para
canalizar la cooperacién internacional para dar ayuda de
emergencia a los nifos victimas de la guerra. Mas tarde
amplié el campo de sus activdades con programas en otros
dmbitos, como salud y nutricién. Desde 1961, ademas de
mantener los citados programas, amplié sus proyectos al
campo de la educacién, la orientacién vocacional y la
capacitacién de personal, asi como a servicios para la
infancia. En la misma direccién, tanto el Parlamento
Europeo como el Consejo de Europa han aprobado medidas de
proteccién en favor de la infancia.

En Espafia, a nivel constitucional la proteccién a
la infancia se postula por primera vez en la Constitucién
de la 2 Reptblica, como ya se ha dicho. La actual de 1978,
en su art. 39 sique orientaciones similares. Establece la
proteccién integral de los hijos, iguales con independencia
de su filiacién; el deber de asistencia de los padres a los

hijos y tambien menciona que gozarén de la proteccién

prevista en los acuerdos internacionales. El art. 20.4
proclama explicitamente la proteccién a la infancia frente

al ejercicio de la libertad de expresién, Yy en otros
ej. en el 27 sobre el

la educacién o

existen referencias implicitas; Pp-.
derecho al desarrollo de la personalidad en




en otros que abordan aspectos del bienestar (arts. 43, 45,
47 vy 49).

Desde el punto de wvista normativo, no se ha
aprobado la ley del menor, aunque se han preparado ya
diversos proyectos desde 1978. No existe pues un texto
articulado que regule la actual proteccién del menor, que
se encuentra en una situacién transitoria. Sigue vigente,
entre tanto, el Decreto de 2 de julio de 1948, por el que
se aprueba el texto refundido de la legislacién sobre
proteccién de menores, con numerosas modificaciones
parciales posteriores. Por ello, la proteccién a la
infancia se articula en numerosas medidas legales que
conviene aludir.

Desde el punto de vista del derecho civil, las
reformas realizadas desde 1975 han sido numerosas. Unas
abordan en un plano igualitario a la filiacién, suprimienco
anteriores discriminaciones juridicas entre hijos
legitimos, ilegitimos y naturales, sustituida ahora por la
de matrimoniales o no matrimoniales, pero contando ambos
los mismos derechos. Ademas reconoce la investigacién de la
paternidad. Estas innovaciones se implantan por la ley de
13 de mayo de 1981, que modificé los titulos V y VII del
l1ibro I del Cédigo civil y que atribuye al padre y la madre
de forma compartida la patria potestad.

Por Ley de 24 de octubre de 1983, se reforma el

cédigo civil en materia de tutela, que regula la
incapacitacién, la tutela, la curatela y la guarda de

menor-s O incapacitados.




En materia de adopcién se han implantado

mecanismos mads severos de proteccién de menores privados de

una vida familiar normal, para la proteccién de sus

intereses y la seleccién mas adecuada de los adoptantes.
Con la ley 21/1987, de 11 de noviembre, por la que se
modifican determinados articulos del Codigo civil y de la
Ley de Enjuiciamiento Civil, que regula la guarda,
acogimiento de menores y la adopcién, se configura la
adopcién como un instruento de integracién familiar. Ademas
establece que la situacién de desamparo debe dar origen a
una tutela automdtica, a cargo de la entidad competente en
cada Autonomia. Pero al margen de sus previsiones
especificas, lo destacable aqui es su pretension de
desjudicializar los escalones primeros de proteccibébn y
sobre todo la potenciacién Jde la intervencién de las
Adrinistraciones Phblicas a través de su estructura de

gservicios sociales.

En numerosas medidas legales, desde la legislacién

sanitaria -con programas gratuitos de vacunacién de nifios,
proteccién de la salud del menor, proteccién a la
maternidad y planificacién familiar-, a la de educacién,
con sistemas de educacién obligatoria y de educacién
especial, se encuentran previsiones dirigidas al bienestar
de la infancia. Durante mucho tiempo desempeifiaron un papel
en este campo los Tribunales Tutelares de Menores. Estos
han desaparecido sin embargo CcOmo consecuencia de la Ley
Orgénica del poder Judicial y de la Ley de Demarcacién Yy
planta Judicial de 28 de diciembre de 1988.




Con las leyes mencionadas, se ponen

en
funcionamiento los Juzgados

de Menores dentro de 1la
jurisdicicén ordinaria y para conocer de las faltas y
delitos cometidos por los menores.

Quedan suprimidas, por
lo tanto, las antiguas facultades de proteccién y tutela

que tenian los Tribunales Tutelares, que corresponden ahora
a las Comunidaces Auténomas.

Desde el punto de vista administrative, a nivel
central existe la Direccidén General de Proteccién Juridica
del Menor, antes adscrita al Ministerio de Justicia y,
desde su creacién, al de Asuntos Sociales. Le corresponde
el andlisis, la elaboracién, coordinacién y seguimiento de
los programas de actuacién en materia de proteccién
juridica y social del menor y de prevencién de la
marginacién infantil y juvenil. En particular le
corresponde:

1. El establecimiento de directrices y programas
de trabajo en materia de proteccién al menor y para la

prevencién de su marginacién.

2. La promocién legislativa Yy seqguimiento de su

aplicacién en la proteccién juridica del menor.

3. La gestibén de centros e instituciones que sean

competencia de la Administracién del Estado.

4. La elaboracibn de documentacién, estudics e

investigaciones respecto a la proteccién de menores,

prevencién de marginacidn, asistencia educativa de menores




en reforma, formacién de educadores en el ambito del menor
Y la promocién de programas
materaial.

experimentales sobre el

5. La coordinacién, 1la estadistica y las

relaciones internacionales en materia d¢ adopcién vy

acogimiento familiar, sin perjuicio de la competencia del
Ministerio de Asuntos Extericres.

De esta Direccién General, dependen: la
Subdireccién General para la Prevencién de la Marginacidn
Infantil y el Centro de Estudios del Menor. A la primera le
corresponde, en particular, la promocién de sistemas de
coordinacién entre las Administraciones, la Judicatura y
1os Agrrtes Sociales en el ambito del menor, mientras que
para el segundo le restan las tareas de formacién de
profesionales, informacién ¢ investigacién sobre el menor.

En Andalucia, tampoco se ha aprobadoc una norma
cuyas disposiciones regulen con carécter general las
medidas de proteccién a la infancia; esto s6lo ha ocurrido
en Catalufia en su Ley de 13 de junio de 1985, cuya
exposicién de motivos es un compendio de la nueva
filososfia que inspira la practica actual de los servicios

sociales sobre la infancia.

El Estatuto and&luz, en su art. 13.23 reconoce la

competencia exclusiva en: "La proteccién y tutela de

s de
menores”. Una previsién que se concreta en la Ley
en su art. 6 entre las

dreas de actuacién: "atencién y premocién del bienestar de

Servicios Sociales, al establecer,




la infancia, adolescencia y juventud". Igualmente se

aprobé el Decreto de 13 de septiembre de 1988, sobre

aplicacién en Andalucia de la nueva legislacién sobre

adopcién. En ella se atribuye el ejercicio de las funciones

de proteccién y tutela de menores que correspondan a la

Autonomia, a la Consejeria de Salud y Servicios Sociales.

El decreto atribuye al IASS la declaracién de
situaciones de desamparo de menores; el ejercicio de la
situacién de desamparo de los menores; la guarda de menores
que le sean confiados por sus padres y tutores, asi como
por decisién judicial; promover y consentir los
acogimientos familiares y, en su caso, proponer al 6rgano
jurisdiccional competente su constitucién o cese; proponer,
en su caso, las adopciones al O6rgano jurisdiccional
competeﬁte; comunicar al Ministerio Fiscal cuantas medidas
y actuaciones se realicen en esta materia e informarles de
cuartas circunstancias afecten a menores sometidos a
proteccién; coordinar los organismos Y servicios de
proteccién de su ambito de actuacién; colaborar Y
relacionarse con los restantes organismos Yy servicios
piblicos de proteccién de menores, as{ como con los 6rganos

jurisdiccionales competentes en esta materia.

Para el desarrollo de estas funciones el Decreto
establece la creacién de un equipo técnico en el IASS de
cada provincia compuesto Or un sicélogo, un asiste?te
social, un licenciado en derecho y un auxiliar

administrativo.




Si el marco normativo sobre la infancia se ha
modificado en profundidad en 1la Giltima década, algunas

tendenéla? de este cambio deben mencionarse. Por una parte,
la desjudicializacién del tratamiento del menor, en todos
los supuestos. El derecho no es ciertamente la solucién a
los problemas que se ven involucrados los menores, aunque
pueda ser el instrumento o la via para encontrarle
solucién. Esto mismo ha supuesto la ampliacién de los
profesionales que intervienen en la asistencia del menor,
antes circunscrita a profesionales del derecho.

Por otra parte, puede subrayarse la preocupacién
actual por la prevencién y por el tratamiento global de las
necesidades de la infancia. Un comportamiento anémalo, por
ejemplo, de un menor no puede abordarse sin un tratamiento
global de 2se menor. Y en esta misma linea, el rechazo por
la institucionalizacién del menor y la pretensién de
ofrecer tratamiento a menores pero sin desarraigarlos de su

medio natural y habitual de vida.

Los principales servicios sociales disponibles
para atencién al menor son (vease Minsiterio de Trabajo

1987 pAg. 215 y ss):

1. Guarderias Infantiles. Son centros educativos
asistenciales que, en régimen abierto y mixto, atienden a
nifios con edad inferior a seis afios. Existen: guarderias

piblicas, administradas y gestionadas por Ayuntamientos,
Diputaciones Yy Ccomunidades auténomas; Guarderias
subvencionadas, principalmente laborales; Y guarderias

privadas.




A corto plazo es previsible un profundo cambio en

estas instituciones. En efecto, el documento del Ministerio

de Educacién y Ciencia "Proyecto para la Reforma de la

Ensenanza. Propuesta para debate",

incluye como primer
tramo del sistema la educacién infantil, para edades

inferiores a seis anos y generalizado a toda la poblacién.
Ello hara modificar la actual naturaleza de las actuales
guarderias infantiles que, en todo caso, habran de

reacomodarse a las modalidades de la prevista educacién
infantil.

2. Centros piblicos de internado para el menor con
problematica econémico-social y o familiar. Atienden a
menores desprovistos de medio familiar por cualquier causa:
abandono, orfandad, deficiencias graves de salud,
econémicas, afectivas, de separacién matrimonial etc.

La respuesta tradicional ante estas situaciones ha
sido el internamiento del menor en grandes instituciones.
Segin la edad de menor se denominadan casas cuna (hasta 3
afios); hogares infantiles (hasta 6); hogares escolares
(hasta 14); Y residencias de estudios. Pero la
transferencia de la gestién de estos centros a las
Autonomias ha modificado en profundidad su orientacién.

3. Otras alternativas a los centros de internado
de menores. La orientacién insatisfactoria de los centros
de internamiento de menores, han hecho proliferar otras
modalidades de colocacién de menores en nucleos mas

reducidos que pretenden recrear, incluso en Sus




dimensiones, la familia natural, con residencia en un piso

a cargo de educadores, y haciendo una vida anéloga a la de
otro jéven de su edad.

Esta modalidad ha sido impulsada por la actuacién
de instituciones privadas sin animo de lucro como Nuevo
Futuro, Mensajeros de 1la Paz, Aldeas Infantiles SO0S
(Gmeiner 1980 y Moreno Mufioz 1988). Su influjo se ha dejado
sentir en la actuacién de los centros piablicos, hoy

orientados claramente en la linea de los pequeifios niicleos
de acogida.




7.2.-SERVICIOS SOCIALES PARA LA JUVENTUD

La juventud es una fase de la vida de la persona
que ha cambiado profundamente en el presente siglo, que

incluso se ha convertido en problema, como consecuencia de
dos procesos. Por una parte, se ha adelantado la madurez
biolégica del individuo; como consecuencia de mejor
alimentacién y mejores cuidados sanitarios las mujeres y
los varones se hacen adultos a edades mas tempranas que en
el pasado. Por otra parte, sin embargo, se ha retrasado la
insercién del jéven en la vida adulta, como resultado de la
prolongacién de la ensefianza y el retraso en la integracién
al trabajo hasta edades mds tardias como consecuencia del

propio sistema educativo y del paro juvenil.

Se trata de una situacién general en todos los
paises, con particular incidencia en los desarrollados. La
propia declaracién de 1985 como afio internacional de la
juventud y la intensa actividad de organizaciones
internacionales -ONU, Parlamentco Europeo, OIT, etc- es una
buena prueba de la actualidad del problema.

Esta situacién es, si cabe, mas acusada en Espafia
que cuenta con una poblacién algo mas jéven que la de la
Comunidad Europea y, sobre todo, por la alta incidencia del
paro juvenil. En Espafia, el paro es un problema que afecta

fundamentalmente a los j6venes, que no encuentran su primer

empleo; y ello es valido para Andalucia de manera muy

particular.




La Constitucién espafiola, ademds de los articulos
mencionados al examinar la infancia gque, en parte, son

aplicables aqui, en un par de ocasiones aborda directamente
la cuestién. Por una parte, su art. 12, al fijar la mayoria
de edad en 18 afios. Y de otra el art 48: "Los poderes
piblicos promoverén las condiciones par. la participacién

libre y eficaz de la juventud en el desarrollo politico,
social, econémico y cultural".

En el orden administrativo, el principal
instrumento de disefio de la politica de juventud es la
Comisién Interministerial de la Juventud. Creada en 1980 y
actualizada en su composicién y funciones por Real Decreto
658/1986, de 7 de marzo, para la coordinacién y eficacia de
la politica de juventud. Su existencia responde a la
conviccién de la necesidad de establecer una politica
global de incorporacién de los jovenes a la vida social,
con actuaciones enlos &ambitos educativos, laborales,

culturales, econdmicos, etc.

Se trata de un 6rgano colegiado con representantes
de todos los Ministerios y adscrito, en la actualidad, al
Ministerio de Asuntos Sociales. Sus cometidos son:

1. Propuesta de programas de politica para la
juventud que articulen factores econémicos, sociales,

politicos Yy culturales.

2. Estudio de los problemas de la juventud ¥

propuesta de programas Y medidas para resolverlos.




3. La coordinacién de las actuaciones de los
distintos Ministerios en este campo.

4. La atencién a los planteamientos e iniciativas
formuladas por el Consejo de la Juventud de Espafia.

5. La ejecucién de las iniciativas conducentes al
mejor cumplimiento de sus funciones.

La Comisién funciona en Pleno y en Grupos de
Trabajo constituidos sobre programas de empleo; sobre
medidas de potenciacién de la participacién juvenil;
programas sobre Sfervicio Militar; programas que favorezcan
el acceso de los jébvenes a la vivienda; programas para la
prevencién y reinserién social de inadaptados y marginados.

El Instituto de la Juventud es el principal
instrumento administrativo de la Administracién del Estado.
Adscrito en la actualidad al Ministerio de Asuntos
Sociales, le corresponde la ejecucién de la politica de la
juventud del Ministerio, en colaboracién con 198
Ministerios y Administraciones cuyas actividades inciden en
este sector de la poblacidn. También la promocién de la
comunicacién cultural entre la juventud de Espafia; fomento
del asociacionismo juvenil; desarrollo y coordinacién de un
sistema de informaci6n Yy documentacién de la juventud;
fomento de las relaciones Y de la cooperacién
internacional; desarrollo de 1la cooperacién con las
Comunidades Auténomas; fomento de turismo juvenil;

elaboracién Yy difusién de estudios. Dependiente del
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Instituto de 1la Juventud,

existe un Centro Nacional de
Informacién y Documentacién de la Juventud, cuya actividad

se centra en las tareas de documentacién sobre la juventud.

A nivel nacional existe igualmente el Consejo de
la Juventud de Espafia, creado por ley de 16 de noviembre de
1983. Se trata de una entidad de derecho piblico con
personalidad juridica propia. Su finalidad es ofrecer cauce
para propiciar la participacién de la juventud "en el
desarrollo politico, social, econémico y cultural de
Espafia" (art. 2). Forman parte del Cosejo las Asociaciones
juveniles o Federaciones de estas con implantacién, al
menos, en quince provincias o un minimo de 5000 afiliados;
las secciones juveniles de las restantes Asociaciones
(donde se incluyen las politicas) que cumplan determinados
requisitos; las asociaciones juveniles que presten
servicios a la juventud y que acrediten otros requisitos;
los Consejos de la Juventud de las Comunidades Auténomas,
etc.

Le corresponde al Consejo de la Juventud las

siguientes funciones:

1. Colaborar con la Administracién con estudios e
informes sobre los problemas juveniles que les sean

solicitados o por su propia iniciativa.

2.participar en los organismos consultivos de la

Administracién del Esatado sobre jbvenes.

3. Fomentar el asociacionismo juvenil.




4. Incentivarlas relaciones entre organizaciones
juveniles de las diferentes Autonomias.

5. Representar a sus miembros en los organismos

internacionales para la Jjuventud de <cardcter no
gubernamental.

6. Proponer a los poderes piblicos la adopcién de
medidas relacionadas con la juventud.

Andalucia cuenta con competencia exclusiva, segin
el art. 13.30 del Estatuto en: "Promocién de actividades y
servicios para la juventud", pero la estructura basica de
las instancias sobre la juventud es muy semejante a la de
la Administracién central.

La Direccién General de Juventud, de la Consejeria
de Cultura, constituye la maxima instancia administrativa.
Es el organo encargado dc la realizacién, seguimiento Yy
evaluacién de la politica de la juventud en Andalucia. Pero
para evitar la orientacién sectorial de la politica de la
juventud, asi como para coordinar las actuaciones
administrativas, fue aprobado el Decreto 378/1986, de 3 de
diciembre, donde se crea el Comite Interdepartamental de la
Juventud. Adscrito a la Comisién Delegada de Bienestar
Social, se trata de un O6rgano de programacién, impulso,
coordinacién, seguimiento Y evaluacién de las actuaciones

y programas en materia de la juventud.




El Comite Interdepartamental de la Juventud esta
presidido por el Consejero de Cultura y forman parte de é1
representantes de distintas Consejerias. Sus funciones son

completamente andlogas a la Comisidn Interministerial de la
Juventud.

El organo de participacién autonémica en materia
de la juventud es el Consejo de la Juventud de Andalucia,
regulado por ley 8/1985, de 27 de diciembre. Al igual que
el Consejo de la Juventud de Espana, se articula con
representantes de Asociaciones Juveniles implantadas en la
Comunidad Auténoma y de los Consejos Provinciales de
jévenes. Se trata de un 6rgano consultivo y participativo
que actua como interlocutor de la Administracién
autonémica. Ademas de participar en las decisiones de la
Junta de Andalucia gre les afecten, le corresponde defender
los derechos e intereses de la juventud, fomentar el
asociacionismo juvenil y facilitar el encuentro entre las

distintas organizaciones de j6venes en Andalucia.

La materializacién mis notable de la politica de
juventud en Andalucia es la aprobacién del Plan "Andalucia
Jéven®, por iniciativa de la Comisién Interdepartamental de
la Juventud. Para 1989 (vease BOJA 21 abril 89) se
estructura en cinco a&reas: promocién y participacién
social; formaciébn; acciones de insercién en el mercado de

trabajo; insercién social y promocién cultural. En cada una
de ellas se especifican las actuaciones a realizar por
parte de las distintas Consejerias de la Junta de

Andalucia. Actuaciones que en muchos casos generan la

concesién de subvenciones, becas y ayudas.
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El plan de Andalucia Joven busca facilitar la
insercién de los jévenes en el mercado de trabajo. Pero esa

actuacién se encuentra igualmente incentivada con numerosas
medidas existentes en la legislacién laboral. Hay, en
efecto, previsiones para la incentivacién de la
contratacién juvenil muy diversas: contratos en préacticas,
para la formacién, para la contratacién indefinida, el Plan
Nacional de Formacién e Insercién Profesional (convocados

por orden ministerial 22 enero 1988), plan de empleo
juvenil etc.

La gravedad del problema juvenil y sobre todo sus
efectos colectivos, explican la globalidad de las medidas
y la multiplicacién de instancias que intervienen. Tanto de
la administracién como de iniciativa sociel. En este
aspecto debe resaltarse la creciente importancia que
cuentan los Ayuntamientos en actuaciones de juventud. La
existencia de Concejalias especializadas sobre esta materia
es habitual y estan dedicando esfuerzos sobre todo en ocio
y tiempo libre, reinsercién de drogradictos jévenes, ayudas
al asociacionismo etc. Hoy dia son una pieza bésica de los

servicios disponibles por la juventud.

Los servicios disponibles por la juventud son de
gran variedad. Esto se debe a que los problemas a abordar
no son de los j6venes en cuanto tales j6évenes, que entonces
requeririan servicios especificos. Son problemas
generales, colectivos, que al proyectarse en los j6venes

adquieren una particular gravedad por el hecho de su




juventud y por la trascendencia social que se atribuye a la
juventud.

Todas las intervenciones politicas pueden tener
una aplicacién concreta para los j6venes. Desde el actual
proceso de reforma de las ensefianzas medias, la educacién
compensatoria, las mencionadas medidas de fomento de
empleo, disposiciones fomentando 1la incorporacién de
agricultores j6venes a las empresas agrarias, los servicios
disponibles para toxicé6manos, las medidas de promocisn de
la mujer, hasta la regulacién de la prestaci6én social
sustitutoria del servicio militar (regulada por ley de 26
de diciembre de 1984), todas estas disposiciones tienen en
perspectiva preferentemente la poblacién juvenil. Por
consiguiente podemos mencionar entre los servicios
destinados a los j6venes los Talleres Ocupacionales,
Hogares y Residencias para quienes no cuenten con domicilio
propio, Cooperativas, etc.

Pero como se ha dicho, la estructuracién del
sistema de servicios sociales prevé que los jévenes
emplen la red general de servicios scciales disponibles
para el conjunto de la poblacién: comunitarios ¥
especializados. Pero ademas cuentan con equipamientos, en
su mayoria gestionades por la Consejeria de Cultura en
Andalucia, con una orientacién de mejor calidad de vida:

albergues juveniles, albergues residencias, campamentos
oficina

juveniles, campingg, residencizs de tiempo libre, .
fi i a
de viajes, campos de trabajo, campanas de acercamiento a

naturaleza, ayudas para viajes culturales Ppor Espafia Y

i c.
numerosas acciones relacionadas con el deporte et




En definitiva, en la misma medida que la situacién
global de una sociedad afecta directamente a los jévenes,

tambien en los servicios sociales estos son usuarios de la

red general, mas de las prestaciones que, con amplitud, se
encauzan hacia ellos.




7.3.- SERVICIOS SOIALES PARA LA TERCERA EDAD.

Por miltiples razones, la preocupacién por la
tercera edad se ha convertido en uno de los elementos

basicos de las politicas sociales de los paises

desarrollados. La explicacién de esta realidad deberia
iniciarse por los propios antecedentes de la politica de
bienestar scocial. Esta se inicia preocupé&ndose per la
enfermedad y tambien por el bienestar de la vejez,
mediante prestaciones en favor de la jubilacién. Uno de los
primeros seguros que se difunde es, precisamente, el de
jubilacién, que afecta a la tercera edad.

Pero la generalizacién de las medidas en favor de
la tercera edad en todos los paises desarrollados, se debe
al juego de otras circunstencias. El creciente peso
politico de los ancianos en e). mundo desarrollado, es una
razén. Pero esa influencia proviene de que los ancianos son
cada vez mas en relacién a la poblacién total. En Espafia,
a comienzos de siglo, el rimero de ancianos con edades
superiores a 65 afios era dr: unos 960 mil perscnas; un 5,2
% de la poblaci6én total. En 1986 ya ascendian a méds de
cuatro millones y medio; un 11 % de la poblacién total; ¥y
se estima que seran mas de seis millones en el afio 2.000,
significando un 15,3 % de la poblacién total (Cuaderno de

Debate 1989 pag. 4).

La mejora de la salud de toda la poblacién Y

tambien entre quienes cuentan cor més de 65 anos, modifica
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la situacién en profundidad. Plantea, paredogicamente, una
evidencia: la insuficiencia de una politica de vejez
centrada en la salud. Al tenerla, se plantea la necesidad
de una politica global de bienestar social de un colectivo
en aumento, con mejor salud y donde, por el adelantamiento
en la edad de jubilacién, se accede con menos edad, se esté

durante mds afios y se cuenta con mayor salud.

Por consiguiente, el papel de la tercera edad en
la actualidad ha cambiado en profundidad y pror ello la
creciente importancia de los instrumentos sociales
dirigidos hacia este colectivo. Todas estas circunstancias
han hecho aparecer el problema de la vejez despues de la
segunda guerra mundial y han comenzado 1 implantarse
medidas en su favor. Por ello tambien estan surgiendo
inovaciones asistenciales en otros paises, como son los
sistemas de residencia o vivienda compartida entre ancianos
(vease las experiencias de otros paises en Peace 1987).

iCual es la situacién en Espana?.

La responsabilidad en al tratamiento a la texcera
edad se formula explicitamente en el art. 50 de la
Constitucién que, como se ha examinado en su momento,
establece el compromiso con una politica global de
bienestar social. Junto a la referencia a la actualizacién
de sus pensiones y a la suficiencia econémica, establece
que los poderes piblicos: wpromoverin su bienestar mediante
un sistema de servicios sociales que atender&n sus

problemas especificos de salud, vivienda, culturay ocio".




En estos &mbitos se desarrollan programas a cargo
de entidades oficiales del poder central, como en las
distintas autonomias. Las

pensiones se rigen
fundamentalmente por lo dispuesto en la Ley General de la

Seguridad Social, de 30 de mayo de 1974, por la Ley de
medidas urgentes para la racionalizacién de la estructura
y de la accién protectora de la Seguridad Soccial, de 31 de
julio de 1985. Esta normativa regula las condiciones y

requisitos para tener derecho a pensién, la extincidn y sus
incompatibilidades; el reconocimiento del derecho a pension

que correponde al INSS y el pago a la Tesoreria general de
la Seguridad Social.

Desde una perspectiva de los Servicios Sociales
debemos mencionar las pensiones asistenciales. Se trata de
las pensiones otorgadas a ancianos sin recursos -ni
familiares obligados a prestarles alimentos- enfermos o
invalidos incapacitados para el trabajo. En la actualidad,
estas pensiones se rigen por el Real Decreto 24 julio 1981.
La gestién del montante econémico de las pensiones se
encuentran transferidas a las Comunidades Auténomas, entre
ellas a Andalucia.

El organismo basico en la politica dirigida a la
tercera edad es el INSERSO. Fue creado como entidad gestora
de la Seguridad Social, pc” Real Decreto Ley 36/1978, de 16
de noviembre, sobre gestidn institucional de la Seguridad

Social, la Salud y el Empleo. Se le atribuyen las

competencias relacionadas con la gestién de los Servicios

Sociales complementarios de las prestaciones del sistema de

Seguridad Social.




En la actualidad se trata de un organismo auténomo
adscrito al Ministerio de Asuntos Sociales.

Consta de
Organos de participacién, de Direccién y Gestién. Entre sus

diversas competencias, aqui nos interesan las referidas a
tercera edad. Le corresponde:

-La creacién y mantenimiento de residencias para
pe 3ionistas de la Sequridad Social, donde se les ofrezca
una atencién permanente y una asistencia integral.

-La creacién y mantenimiento de Centros de Dia
(Hogares y Clubes), donde se promueva fundamentalmente la
convivencia de los ancianos y se faciliten servicios que
complementen la accién asistencial.

_-La atencién domiciliaria a los beneficiarios,
mediante la prestacién de los servicios domésticos Yy
personales que se manifiesten nec2sarios de acuerdo con
cada situacién concreta.

-La planificacién Yy gesti6én del Programa de
vacaciones de tercera edad, dirigidos a pensionistas y

mayores de 65 afios.

Desde 1982 se produce un importante impulso a la
politica de participacién de la tercera edad, al igual que
con otros colectivos atendidos por el INSERSO. Se ha
manifestado por ejemplo con la 1 Asamblea Nacional de la 3
Edad y la creaci6n del consejo Estatal de la 3 Edad. Ademés

se ha aprobado el Estatuto Basico de los Centros de la
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Tercera Edad, reconociendo gran participacién, por orden

ministerial de 16 de mayo de 1985 Yy el Ministerio de
Asuntos Sociales prepara el Plan

Gerontoldgico vy
Geriétrico.

Las areas de actuaci6én del Inserso abarcan, como
hemos visto, a todos los aspectos contemplados en el art.
50 de la Constitucién. Salud, vivienda, cultura y ocio, son
contempladas con mayor o menor concrecién entre las
funciones de este organismo. La salud quedaria incluida en
la atencién domiciliaria y en Residencias; la vivienda en
las Residencias; la Cultura en los Centros de Dia y el ocio
en los Programas de Vacaciones, una actividad ésta que ha
tenido un acelerado incremento en los Giltimos cinco afios.
Pero para el logro de estos objetivos se cuenta con los
siguientes tipos de Centros (ademds de en numerosos
documentos de este organismo, una descripcién comparativa
por Autonomias en: Inserso 1987 esp. pag. 73 y s8):

1. Residencias. Se trata de centros que
proporcionan de forma continuada junto al alojamiento
servicios como: atencién médica, rehabilitacién menor,
asistencia social, actividades culturales y recreatives,
etc. Existen residencias adaptadas a distintas situaciones
de desenvolvimiento Y autonomia o dependencia por
eniermecad de los ancianos. Y naturalmente junto a las
Residencias pfiblicas, existen tambien privadas, como las
dependientes de 6rdenes religiosas y de Caritas.

2. Centros de Dia. Son centros gerontolégicos

abiertos, en los que s8é€ promueve fundamentalmente la

378




convi 1&g «
vencié de los mayores de una determinada poblacién o

] : s 3 :

atencioén geriédtrica, terapia ocupacional y otros servicios
de carédcter cultural y recreativo. Segin cuente con todos

los servicios o no, se denominan Hogares (todos), o
Centros.

Asimismo, pueden desempefiar funciones mas amplias,
como recurso de la Comunidad y para apoyo en la prestaciotn
de servicios sociales y asistenciales a otros sectores, sin
que pierda su finalidad esencial. Junto a los Centros
piiblicos, numerosas entidades privadas cuentan con Hogares
y Clubes igualmente.

3. Ayuda a Domicilio. Su finalidad consiste en
prestar apoyo al pensionista en su propio dmicilio,
evitando que rompa los lazos con su medio habitual.

Los servicios que prestan se corresponden con la
necesidades de subsistencia en el propio domicilio de
aquellas personas que, aun requiriendo atenciones médicas,
no necesitan sin embargo internamiento hospitalario. Se
prestan servicios domésticos y personales, atencién
geriétrica, lavanderia, alimentos preparados, peluqueria,
actividades culturales Yy terapia ocupacional, compafiia a
domicilio y otros servicios de acuerdo con las necesidades
concretas de cada peneficiario. Junto a lcs equipamientos
piblicos, instituciones como Caritas, Cruz Roja, 6rdenes
religiosas, etc. prestan igualmente este servicio.




4.Actuaciones de ocio y cultura. Se trata de un
conjunto de acciones dirigidas al ocio de la tercera edad,

a las que se le ha dado un gran impulso en los dltimos

anos. Constan de Programas de Viaje y esparcimiento
acompafiados; excursiones breves; turnos en balnearios, para

aquellos pensionistas a los que el médico geriatra les
prescriba el tratamiento.

Por orden de 16 de mayo de 1985, se aprobé el
Estatuto B&sico de los Centros de la Tercera Edad del
Inserso. En &1 se regulan los 6rganos de participacién y
representacién en sus 6rganos de gobierno -Asamblea General
y Junta de Gobierno-, y los derechos de los usuarios en el
centro, otorgando poderes a la asamblea de usuarios. Ha de
afladirse que, en todos los casos, las ayudas en estos
smbitos son solicitadas en las convocatorias que
periodicamente se convocan.

Las funciones del Inserso han sido transferidas a
buena parte de las Autonomias. Para Andalucia, se pueden
mencionar que se le han traspasado las siguientes funciones
que venia realizando el Estado y la Administracién de la
Sequridad Social por Real Decreto de 1 de agosto de 1984:

A.- Funciones que asume la Junta de Andalucia.

1. Las funciones correspondientes a los centros Y

establecimientos del Inserso en Andalucia.




2. Las funciones que tenian encomendadas las
direcciones Provinciales andaluzas

3. La ejecucién de los planes e inversiones que se

lleven a cabo en Andalucia dentro de los limites
presupuestarios.

4. E1l establecimiento de conciertos con entidades
que presten servicios en Andalucia.

5, La creacién, transformacién y ampliacién de
centros ordinarios del Inserso en Andalucia.

6. La inspeccién y gestién de las prestaciones.

7. La gestién de los centros, establecimientos y
servicios asi como las funciones traspasadas se realizarén
de acuerdo con la legislacién del Estado y el régimen
econémico, financiero y administrativo de la seguridad
social.

B.-Funciones que se reserva la Administracién del Estado.

1. La elaboracién y aprobacién de la normativa

bisica en la materia.

2. El régimen econémico, sin perjuicio de su

gestibén por la Comunidad Auténoma.




3. El fomento y coordiancién de los estudios

investigacién, y experimentacién de métodos de actuacién

asi como de la asistencia técnica dirigida a mejorar los
servicios sociales.

4. La alta inspeccién y las relaciones con

organismos extranjeros e internacionales interesados en la
materia.

5. La actividad estadistica para lo cual en la
Comunidad auténoma habra de suministrar la informacién que
se precise.

6. E1 registro de entidades y centros dedicados a
la prestacién de servicios sociales cuyo &mbito de
actuacién se extienda a mis de una comunidad auténoma.

7. Cualquiera otra que le corresponda en virtud de
la normativa y que no sea inherente a las competencias

asumidas por la Comunidad Auténoma, o que siendolo no haya
dado lugar en su caso a correspondiente traspaso.

C.-Funciones concurrentes.

1. La supresién de centros.

2. E1 asesoramiento técnico y juridico asi como en
su caso la representacién Y defensa en Jjuicio de la




Administracién autonémica b4

la colaboracién en las
funciones interventoras.

En Andalucia se asumen por consiguiente las
mencionadas competencias y, en un primer momento, por
Decreto 304/1984, de 27 de noviembre, se crea la
Administracién de los Servicios Sociales de Andalucia de la
Seguridad Social (ASERSASS), para gestionarlas. Con
posterioridad, la Ley de Servicios Sociales de Andalucia
establece que las funciones de la ASERSASS pasarédn a
depender del IASS (Instituto Andaluz de Servicios Sociales,

ya estudiado en anterior capitulo).

La Comunidad andaluza ha mantenido el espiritu de
participacién en la gestién de los centros por parte de los
ancianos, tanto en su Asamblea General como en la Junta de
Gobierno, segin la orden de 28 de noviembre de 1985, por la
que se aprueba el Estatuto de Centros de la Tercera Edad de
la Junta de Andalucia.




7.4.- SERVICIOS SOCIALES PARA LA MUJER

En los servicios y acciones sociales destinadas a
la mujer, se ha producido en la Gltima década un cambio muy
importante. Y no se trata, primariamente, de un cambio
cuantitativo. Se trata de 1la transformacién de la
orientacién, los objetivos y la filosofia, que inspiran a
la actuacién de esos servicios.

En efecto, tradicionalmente -y no sélo desde la
guerra civil-, a la mujer se le otorgaba una posicién
subordinada desde el punto de vista juridico. Sobre todo en
el caso del matrimonio, la hegemonia que concedia el Codigo
civil al marido respecto a la mujer, situaba a ésta en una
situacién equiparable al menor en carencia de derechos.

Precisamente por estas concepciones, la
legislacién se orientaba a obstaculizar o impedir el
trabajo extradoméstico de la mujer; sobre todo el trabajo
en ocupaciones cualificadas juez, notario, etc. ILa
afirmacién contenida en el Fuero del Trabajo - "el Estado
liberard a la mujer del trabajo"- constituye un excelente

testimonio de esta mentalidad.

En este contexto, la proteccién de la mujer, se

entendia que era una funcién basica del Codigo penal,

tipificando delitos para la proteccién de la moralidad de
la mujer (vease la Ley de 20 diciembre 1952, sobre

organizacién y funciones del Patronato de Protecci6n de la




Mujer; sus funciones pasaron a

la Direccién General
Proteccién Juridica del Menor o fueron transferidas a las

Autonomias). Para las relaciones cotidianas la orientacién
se manifestaba en el Cédigo civil que, en su art. - 5

establecia: "El marido debe proteger a la mujer, y ésta
obedecer al marido".

Las medidas juridicas esbozadas, no impidieron que
la mujer trabajara fuera del hogar, en especial en los
puestos peor pagados. Pero dieron lugar a toda suerte de
discriminaciones salariales, a impedimentos para que la
mujer trabajara efectivamente e, incluso, la excedencia
forzosa en caso de matrimonio (pueden consultarse las
referencias basicas en Iglesias de Ussel y Capel 1984).

Distintas reformas legales emprendidas en 1961,
1962 y 1970 y 1975 atenuaron la discriminacién en materia
de derechos politicos, profesionales Yy laborales; que
cambian también como consecuencia de las nuevas costumbres
que van implantdndose, opuestas a las previsiones legales.
Pero la modificacién més importante se produce en 1976, ya
en plena transicién politica, con la Ley de Relaciones
Laborales, que equiparé laboralmente a los varones y las
mujeres. Una innovacién que llega en plena crisis econfmica
y con limitados efectos en el medio rural (Iglesias de

Ussel, 1988).

ahora bien, con la Constitucién de 1978 es cuando
i i stablece
se produce una nueva orientaci6n. Por una parte, € '

en su art. 14 la plena igualdad entre todos los ciudadanos,

sin que pudiera prevalecer discriminacién, entre otras, por




razon de sexo. Pero, complementariamente, tambien establece
la obligacién de los poderes piblicos de remover los
obstacules que impidan esa igualdad.

La Constitucién supone por consiguiente la
confirmacién de una nueva orientacién. Se trata del

compromiso con la igualdad, con su impulso y promocién,
pues aunque la discriminacién no exista ya en las leyes
subsiste en las costumbres colectivas.

El objetivo actual por consiguiente radica en la
equiparacién de la mujer, en las distintas esferas de la
vida colectiva, una vez equiparadas en el terreno legal:
trabajo, politica, cultura, educarién, ocio, etc.

Se trata de un objetivo en el cual existe gran
consenso en la comunidad internacional. Desde el afio
internacional de la mujer, de 1975, se han multiplicado
declaraciones y documentos en tal sentido. Las Comunidades
Europeas aprobaron un plan de accién a medio plazo,
1986-1990, para promover la igualdad de oportunidades con
medidas sobre: educecién vy formacién; empleo; nuevas
tecnolgias; proteccién social y seguridad social; en
reparto de reponsabilidades familiares y profesionales; Y
para la evolucién de las mentalidades.

Em Espaiia el nivel administrativo més importante
es el Instituto de la Mujer. Fue creado por Ley 16/1983
(BOE 26 de septiembre 1983), como organismo auténomo
dependiente entonces del Ministerio de Cultura, Y sustituia

a una anterior Subdireccién general de la Condicién
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Femenina

existente en el mismo Ministerio.
integrada en el Ministerio de Asuntos Sociales.

Hoy esta

Con posterioridad, por Real Decreto 1456/1984, se
aprob6 su Reglamento y,pér orden del Ministerio de Cultura
de 7 mayo 1985, el funcionamiento de su Consejo Rector, en

el gque estan representados numerosos Ministerios. Entre sus
funciones se encuentran:

l.-Estudiar la situacién educativa, laboral,
cultural, sanitaria, etc. de la mujer.

2.-Elaborar informes y sugerir medidas para
eliminar discriminaciones existentes.

3.-Asesorar al Gobierno para lograr la igualdad
real entre los ciudadanos, como establece el art. 14 de la
Constitucién.

4.-Coordinar el trabsjo de los distintos
Ministerios que afecten a la mujer.

5.-Establecer relaciones con organizaciones
feministas nacionales no gubernamentales, con
organizaciones internacionales y con instituciones
seme jantes de ambito autonémico o local.

6.- Fomentar la prestacién de servicios en favor

de la mujer.

Su actividad se ha desarrollado en numerosos
campos, pero deben destacarse: promoviendo medidas legales,
realizando estudios e investigaciones, organizando jornadas
y seminarios, editando publicaciones, organizando campafias
de sensibilizacién de la opinién piblica en radio, prensa
y televisién (sobre malos tratos a la mujer, derechos de la
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mujer, trabajo de las empleadas de hogar, tareas

domésticas, etc. y accién cultural: exposiciones, ciclos de

cine y teatros, etc. Las Areas en que mAs ha actividad ha
desarrollado han sido la salud, la educacién, el trabajo,

la justicia, los servicios para colectivos especificos de
mujeres (como maltratadas), la imagen de la mujer en los
medios de comunicacién y publicidad.

Pero sin duda la actuacién destinada a producir
efectos mads importantes es el Plan de 1Igualdad de
Oportunidades 1988-90. Elaborado por el Consejo Rector del
Instituto, fue aprobado por acuerdo del Consejo de
Ministros de 25 septiembre 1987, que le encomendS las
funciones de impulso y seguimiento. Comprende actuaciones
que corresponden a la mayor parte de los Ministerios.

El plan de Accién, pretendeen primer lugar completar el
desarrollo normativo para hacer realidad el principio de
igualdad y, en segundo lugar, modificar las actitudes,
comportamientos, formas de vida y estructuras sociales, que
impiden a las mujeres el 1libre desarrollo de su
personalidad y su participacién en la cultura, el trabajo

y la politica.

En la Comunidad Auténoma de Andalucia se le ha
dado tambien relevancia a la actuacién en este &mbito. El
propio Estatuto, en su ar.. 12.2, establece que:
"propiciard la efectiva igualdad del hombre y de la mujer
andaluces, promoviendo la plena incorporacién de ésta en la
vida social y superando cualquier discriminacién laboral,

cultural, econémica o politica”.




Asi, ya en 1983 se creé, por Decreto 162/1983, de
10 de agosto, la Comisién Interdepartamental de la Mujer.
Su configuracién como Comisién obedece a que se estimé que
los problemas de la mujer son de carécter global y no
especificos de wuna u otra Consejeria. Por ello se
constituye esta Comisién, de composicién y funciones
equivalentes al Consejo Rector del Instituto de la Mujer de
la Administracién central.

Dos anos despues, por Decreto 151/1985, de 10 de
julio, se acuerda subvencicnar ocho Centros Asesores de la
mujer, para cada una de las provincias, que habrian de
implantarse previos conciertos con las Diputaciones,
quienes habrian de asumir su gestién. En ellos se efreceria
informaci6én y asesoramiento a la mujer, en el é&rea
juridica, psicolégica y social; fomento de actividades que
favorezcan la promocién de la mujer; promover y potenciar
asociaciones sin a&nimo de lucro que actien en el area de la

mujer.

Con posterioridad, se cre6 el Instituto Andaluz de
la Mujer, por ley 10/1988, de 29 de diciembre, cuyo
Reglamento fue aprobado por Decreto 1/1989, de 10 de enero.
Se trata de un organismo auténomo adscrito a la Consejeria
de la Presidencia, regido por un Consejo Rector, compuesto
de distintas Consejerias, entre cuyas
ié6n de un inventario de

recursos existentes en la Comunidad, la planificacibn Y
coordinacién de la politica para la mujer de la
Comunidad,aumentar la prestacién de los servicios en favor

por representantes
funciones cabe mencionar la realizac



de la mujer y, en particular, de las més necesitadas, etc.

Respecto a los servicios disponibles es preciso

constatar que, junto a los gqne accede por otras
Circunstancias (por ser joven, minusvalias, etc), existen

tres tipos principales (Ministerio de Trabajo 1987, pag239
y ss)..

En primer lugar, los Centros deInformacién de los
Derechos de la mujer que informan y asesoran de materias
juridicas, asociaciones, orientacién profesional, etc.

En segundo lugar, los Centros de Atencién a madres
solteras. Residencias que acogen a madres solteras antes y
después del nacimiento de descendencia. Numerosas 6rdenes
religiosas, ofrecen también residencia en estos supuestos.

Y en tercer lugar, casas de acogida para mujeres
maltratadas. Se trata de una realidad a la que los 6érganos
administrativos sobre la mujer, estan prestando una

atenciétn relevante.

Es preciso afiadir que, dada la importancia del
tema y la sensibilizacién social existente, numerosos
Ayuntam.entos han promovido actuaciones € implantados
servicios concretcs dentro del area de su actividad.




7.5.~-SERVICIOS SOCIALES PARA MINUSVALIDOS

En Espana son sin duda los servicios sociales para
los minusvdlidos los que cuentan con mayor tradicién en el
tiempo. No se han estudiado las causas de ello, aunque en
nuestra opinién deba atribuirse, al menos en parte, a una
singularidad de estos servicios: son los Gnicos que van
dirigidos a personas de todas las condiciones y clases
sociales. Por consiguiente, al verse implicados todos los
sectores en este problema -como tal vez hoy con la
drogadicién-, la capacidad de influencia y negociacién ante
el poder politico de algunos sectores pcivilegiados
afectados, lograron acelerar la intervencién estatal en
este problema.

En todo caso, la asistencia a las minusvalias, que
tradicionalmente habia corrido a cargo de la Iglesia, fue
de los primeros sectores en desenvolverse estatalmente.
Incluso en 1922, por Real Decreto de 4 marzo, en
Instituto de Reeducaci6én Profesional del Ministerio
Trabajo, su art. 23 propone Su vinculacién con
Ministerio de Gobernacién: "a los efectos de extender
reeducacién profesional a aquellos invalidos Y ciegos
acogidos en los establecimientos del Estado" Aznar Lépez Y
Osuna Novel 1983 1983 pag. 16, donde pueden consultarse
muchcs otros antecedentes legislativos). Se trata de un

Instituto sorprendentemente moderno al que se le atribuyen
reeducacién

sin embargo

las funciones de readaptacién funcional,

profesional y tutela social de los reeducados.




én su trayectoria legal posterior perderia amplitud de

objetivos, y se asociaria la rehabilitacién unicamente a
los accidentes del trabajo.

La Ley de Bases de la Seguridad Social de 1963,
hace de la rehabilitacién y la incorporacién laboral de los
minusvalidos, uno de sus objetivos y cuenta con al efecto
con la previsién de un Servicio Social de Reeducacién y
Rehabilitacién de invalidos. Sin embargo el texto
articulado de la ley, de 1966, limita las ambiciones
previstas y se limita a sefialar que ese Servicio extendera
la acci6én protectora, en linea de asistencia social, a las
personas que carezcan del derecho a la prestaciéon de
recuperacién, supeditando las ayudas a sus disponibilidades
financieras (Aznar y Osuna 1983 pag. 21).

En 1970, el Instituto Nacional de Previsién crea
un Servicio de Asistencia a Menores Subnormales, Qque
concedia pensiones econfmicas para contribuir a su
sostenimiento dentro de las estructuras de la Seguridad
Social, pero nunca llegé a implantar centros de
recuperacién. Sin embargo, ese mismo afio, se crea el
Servicio Social de Recuperacién ¥y Rehabilitacién de
Minusvalidos, por Decreto 2531/1970, de 22 de agosto,
conocido desde entonces como SEREM. Fue este el intento
mis decidido, con importantes novedades. La principal fue
extender la accién protectora a los no afiliados a la
Seguridad Social, llevando a la préctica el principio de
universalidad bésico en ljos servicios sociales (vease
Garcia viso e Ifiiguez del Val 1983, y en general todas las




= ; : ¢
olaboraciones incluidas en ese mismo -excelente- volamen)

El SEREM va a consolidar una politica de

proteccién a las minusvdlidos, tanto en la estructura

adm%nlstratlva como en el marco normativo, orienténdola
hacia un auténtico servicio social. Asi, crea estructuras
administrativas provinciales y nacionales, impulsan la
publicacién de numerosas normas -sobre bonificaciones de
empleo de minusvadlidos; registro de entidades de
recuperacién y rehabilitacién; asignacién de competencias
en materia de reconocimiento, declaracién y calificacién de
subnormal y minusvalido, etc-, y desarrollan numerosos
programas de atencién (Casado 1983).

Pero en 1970 se aprueba tambien la Ley de
Educacién y Financiamiento de la Reforma Educativa que,
entre otros aspectos, integra dentro del sistema educativo
las bases de la educaci6én especial. Encomienda al
Ministerio establecer los medios para la localizacién y
diagnéstico de los alumnos necesitados de Educacién
Especial, que siempre que fuera posible se desarrollarian

en los Centros docentes de régimen ordinario.

El Decreto 11512/1985, de 23 de mayo, creaba el
Instituto Nacional de Educacién Especial, como entidad
estatal auténoma para la expansién y el perfeccionamiento
de la educacién especial. Le correspondia la formulacién de
directrices basicas; promover la participacién de entidades
piblicas ¥y privadas en la educacién especial; proponer la
ordenacién de estas ensefianzas y la investigacién sobre

esta materia; velar por el cumplimiento de
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est i i
a normativa y asegurar la calidad del proceso educative;
Y ejercer la inspeccién de los centros.

Este Instituto debia, igualmente,

. ’ proponer los
criterios para la determinacién de personas que hayan de

recibir educacién especial; elaborar el censo de alumnos
necesitados de esta ensefianza; y velar por proporcionar
simultaneamente la atencién médico sanitaria. En relacién
al prcfesorado, atendfla a su especializacién vy
perfeccionamiento y convocaba cursos de formacién. Ademés
elaboraba el censo de centros, promovia su creacién, y la
implantacién de unidades especiales de transicién en
Centros ordinarios, a fin de facilitar el desarrollo de
actividades escolares y extraescolares y la integracién de
los alumnos.

En 1983, se adscribe este organismo a la Direccién
General de Educacién B&sica, con nivel orgénico de
subdireccién general. Pasa luego por diversos avatares
administrativos y, en la actualidad, el Real Decreto
1362/1987, de 6 noviembre, por las peculiaridades de la
educacién especial, lo adscribe a la Subdireccién General
de Educacién Especial en la Direccién General de Renovacién

Pedagégica.

Este amplio programa de actuaciones fue completado
con el Plan Nacional de prevencién de la Minusvalia que, el
Real Decreto 2176/1978, de 25 de agosto, encomienda la
realizacién y gestion de sus objetivos al Ministerio,

llamado entonces, de Sanidad y Seguridad Social. Sus

acciones se dirigen al desarrollo de acciones tendentes a
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la prevencién de la deficiencia, mediante el seguimiento
del embarazo y atencién al parto,

consejo y estudio
genético y el establecimiento de una red técnica que

permita la deteccién precoz de alteraciones metab6licas del
recién nacido. Ademds de numerosas medidas de carActer
médico, el Plan comporta tambien un programa de

investigacién sobre esta materia.

De lo dicho se deduce que, cuando se produce la
transicién politica, se dispone ya de un importante
recorrido hecho en lo que se refiere a los servicios
sociales para minusvdlidos. Tanto desde el punto de vista
de la propia administracién ptablica, como de asociaciones
o entidades de ayuda mutua y voluntariado, este ambito se
encontraba ya asentado y, desde luego, era el mas
solidamente desarrollado.

La Constitucién de 1978 es, por tanto, menos
innovadora en esta materia. Su art. 49 establece que: "Los
poderes piblicos realizaran una politica de previsién,
tratamiento, rehabilitacié e integracién de los disminuidos
fisicos, sensoriales y psiquicos, a los que prestrén la
atencién especializada que requieran y los ampararan
especialmente para el disfrute de los derechos que éste
Titulo otorga a los ciudadanos". Recoge, en gran parte, la
pradctica previa y tambien el espiritu de la Declaracién de
los Derechos del Deficiente Mental, aprobada por la
Asamblea General de la Naciones Unidas el 20 de diciembre

de 1971.




El gran nimero de disposiciones aparecidas en este
campo, las miltiples instancias

administrativas
intervenientes y el propio mandato Constitucional, hacian

conveniente la sistematizacién normativa de este campo. Fue

lo que ocurrié con la aprobacién de la Ley de Integracién
Social de Minusvélidos de 7 de abril de 1982 (conocida como
LISMI, y asi la mencionaremos a continuacién). con
numerosas medidas ulteriores de desarrollo.

La Ley consta de 66 articulos, con diez titulos.

El primero enuncia los principios generales que inspiran la
Ley, a los que siguen otros sobre: Los titulares de los
derechos; de la prevencién de las minusvalias; el
diagnéstico y valoracién de las minusvalias; el sistema de
prestaciones sociales y econémicas; de la rehabilitacién
(médica, psicolégica, educacién especial y recuperacién
profesional); de la integracién laboral; de los servicios
sociales; de otras atenciones a los minusvalidos como
barreras arquitect6nicas (sobre ello puede verse la amplia
normativa generada en: Inserso 1988); y de la gesti6n y la
financiacién, con una previsién fundamental: "La
finaciacién de las distintas prestaciones, subsidios,
atenciones y servicios contenidos en la presente Ley se
efectuard con cargo a los Presupuestos Generales del
Estado, a los de las Comunidades Auténomas Yy Corporaciones
Locales, de acuerdo con las competencias que les
correspondan respectivamente. En dichos presupuestos
deberan consignarse de manera especifica las dotaciones

correspondientes” (art. 66).




Aqui debemos destacar la regulacién de los
servicios sociales en la LISMI. Su objetivo lo establece en
¢ "Garantizar el logro de adecuados niveles de desarrollo
personal y de integracién en la comunidad,

asil como la
superacién de las discriminaciones adicionales padecidas

por los minusvdlidos que residan en zonas rurales" (art.

49). Se reconoce el derecho a obtener prestaciones de los
servicios sociales a todos los minusvalidos, servicios que
podran ser prestados tanto por Centros plblicos como
privados sin &nimo de lucro. Pretende que estos servicios,
mediante su adecuada localizacién geogrédfica, permitan
mantener al méximo la vinculacién de los minusvélidos a su
medio familiar y a2 su entorno geogréfico.

La ley establece diversas prestaciones econémicas
(subsidios de asistencia sanitaria y prestaciones
farmacéuticas; de garantia de ingresos minimor; por ayuda
de tercera persona; por wovilidad y compensacién por gastos
de transporte; por reehabilitacién médico funcional;
recuperacién profesional; medidas de integracién social).
Unas prestaciones en su estructura y finalidad semejantes
a las disponibles en otros paises europeos (Un andlisis
descriptivo de los sistemas de ayuda en los paises de la
CEE y Espafia, puede verse én: Inserso 1989, especialmente

p&g. 23-103).

Por otra parte la Ley contempla la implantaci6n de

los siguientes servicios sociales (art. 52):

1.- Servicio de Orientaci6én Familiar. Su objetivo

es informar las familias, capacitacién y entrenamiento




para atender a la estimulacién y maduracién de los hijos

minusvalidos y a la adecuacién del entorno familiar a las
necesidades rehabilitadoras.

2.-Servicio de Orientacién e informacién. Se
encargan de facilitar el conocimiento de las prestaciones

Yy servicios disponibles, asi como las condiciones de acceso
a los mismos.

3.-Servicio de atencién domiciliaria. Su cometido
es proporcionar atenciones de carfcter personal vy
doméstico, asi como la prestacibén rehabilitadora.

4.-Servicio de residencias y hogares comunitarios.
Atienden a los minusvdlidos carentes de hogar y familia o
con graves problemas de integracién familiar.

5.-Servicio de actividades culturales, deportivas,
ocupacién del ocio y tiempo libre. Siempre que sea posible
se desarrollarén en las instalaciones y medios ordinarios
de la comunidad. Para ello ademas, se adoptarén las
previsiones para facilitar el acceso de los minusvélidos a

tales instalaciones.

Junto a estos Servicios Sociales, se han
implantado centros con distintas finalidades. Estos
equipamientos al servicio de 1los minusvdlidos son
(Ministerio de Trabajo 1987 pag. 316 Y s8)




A.-Centros de orientacién y diagnéstico. Son

centros que desempefian funciones de diagn6stico, valoracién
Y tratamientos basicos de la minusvalia.

B.-Centros de Recuperacién de minusvédlidos
fisicos. Son centros con instalaciones adecuadas para el
desarrollo de actividades necesarias para la recuperacién
del minusvdlido fisico o sensorial.

C.-Centros de atencién especializada a
minusvdlidos fisicos. Prestan atenci6én especializada a
personas con edad laboral, que padezcan una minusvalia
fisica o sensorial grave. Su finalida es la atencibén, en
régimen de internado, de minusvdlidos con especiales
dificultades, como son carecer de posibilidades de
recuperacién profesional y carecer de atencién familiar
cotidiana.

D.-Centros de atencién especializada a
minusvalidos psiquicos. Estan dedicados a la atencién y
asistencia a personas con minusvlia psiquica grave, que por
ello exigen tratamientos especializados Y una
rehabilitacién continuada y tratamientos especiales.

E.-Centros Ocupacionales. Estan destinados a
proporcionar actividades para-laborales Y ocupacionales a
minusvélidos psiqﬁicos mayores de 16 afios, cuya acusada
minusvalia les impida integrarse en una empresa O en un

Centro Especial de empleo.




Estos Centros son dependientes del Inserso, o del
organismo que haya asumido sus competencias en cada
Autonomia; por consigiente son gestionados por el Instituto

Andaluz de Servicios Sociales.

El INSERSO, organismo hoy dependiente del
Ministerio de Asuntos Sociales, tiene importantes
competencias en materia de minusvélidos:

1. El reconocimiento, calificacién y registro de
minusvdlidos, incluido la expedicién de certificaciones
acreditativas de la condicién correspondiente y el control
de las entidades dedicadoas a la recuperacién vy
rehabilitacién.

2. La declaracién de la condicién de beneficiario
por situaciones de minusvalias protegidas por la Seguridad
Social, asi como el reconocimiento, suspensién o extincién
de del derecho a la aportacién econémica correspondiente.

3. En las situaciones de invalidez de la Sequridad
Social, la determinacién de la existencia de posibilidades
razonables de recuperacién y, en su caso, la elaboracién y
desarrollo del programa correspondiente.

4. La gestién de la aportacién econémica de la

Segurida Social por pbeneficiario invdlido, Y el
establecimiento de centros dirigidos a facilitar educacitbn,
instruccién y recuperacion de las personas con minusvalias.




5.

La gestién de determinadas ayudas que le

competen por razén de su tipo y finalidad, dentro del Plan
Unificado de Ayudas Pdblicas a Disminuidos.

6. La gestién de las prestaciones sociales y
econémicas contempladas en el Titulo V de la LISMI.

7. La creacién y mntenimiento de Centros
Residenciales para minusvdlidos fisicos, psiquicos, vy

sensoriales donde se les ofrezca atenci6én permanente Vv
habilitacién personal y social.

El desarrollo de la LISMI y la actuacién en este
campo del Inserso, ha dado lugar a un considerable
desarrollo legislativo. Sus principales manifestaciones han
sido:

a.El Real Decreto de 11 mayo 1983, sobre empleo
selectivo y medidas de fomento de empleo de trabajadores
minusvéalidos.

b.El Real Decreto de 1 febrero de 1984, de
prestaciones sociales Yy econémicas, que comprende las
siguientes medidas: asistencia sanitaria y farmacéutica; la
rehabilitacién medico funcional; recuperacién profesional;
medidas de integracién social: .ubsidio de garantia de
ingr=sos minimos; subsidio por ayuda de tercera persona;
subsidio por movilidad Yy compensacién por gastos de

transporte.




C. 1 orden de 8 marzo de 1984, por la que se

establece la determinacién del grado de minusvalia y la

valoracién de las diferentes situaciones exigidas para

te"er derecho a las prestaciunes y subsidios (vease la

clasificPcibén de las minusvalies en: Organizacién Mundial
de la Salud 1983

d.El Real decretou 2273/1985, de 4 de diciei .. .,
donde se aprueba el reglamento de los Centros Especiales de
Empleo. Su objetivo es realizar <trabajo productivo,
participando regularmente en el : -cado, cuya finalidad es
asegurar un empleo remunerado y la prestacién de servicios
de ajuste personal y social que requieran sus trabajadores
minusvalidos, a la vez que sea un medio de integracidn del
mayor nGmero de minusvédlidos al régimen de trabajo normal.
Los aspectos meramente laborales del contrato de trabajo en
estos centros fueron requlados por un Real Decreto previo
de 17 de julio del mismo ano 1985.

e. El Rea. Decreto 2274 de 4 diciembre de 1985,
que regule los Centros Ocupacionales para minusvélidos.
Soi. aquellos establecimientos que tengan como finalidad
asegurar los servicios de terapia ocupacional y de ajuste
pe “sonal y social a los minusvéalilos, cuando por el grado

sv minusvalia no puedan integrarse én una empresa O

Centro Especial de Empleo.

£. E Real Decreto de 10 de fobrero de 1986, por el

que se sustituyen los términos subnormalidad y s onormal,

contenidos en las disposiciones vigentes, por las de

minusvalfia y persona con minusvalia, con espec;flcac16n,
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cuando proceda, de la

raturaleza fisica, psiquica o
sensorial.

Pero de todas las disposiciones aparecidas desde
la LISMI, hemos de destacar la reestructuracién -por Real
decreto 1475/1986, de 11 de julio- del Real Patronato de
Prevencién y de Atencién a personas con minusvalias (en

gran parte el propio Real Patronato se planteé la necesidad
.e su reorientacién, tras la LISMI; vease Casado y Zabarte
1985) cuya Presidenta de Honor es la Reina. Se trata de un
organismo piblico que tiene por objeto la promocién,
impulso, y coordinacién de la prevencién de deficiencias,
osi como la eduracién, rehabilitacién e integracién social
de lars personas con minusvalias. En el Patrorato participan
representantes de la Administracién del estado y del sector
privado y podran colaborar representantes de las restantes
Administraciones pGblicas. Sus funciones se enumeran en los

siguientes campos:

. Promover e impulsar las actuaciones pGblicas o
privadas en los campos de la prevencién de la deficiencias;
el diagn6éstico y valoracién de las minusvalias; y la
promocién de la autonomia personal de los afectados por

minusvalias asi como su incorporacién social.

2.Facilitar la colaboracién y coordinaci6én entre
ias Administraciones y de estas con asociaciones Y

entidades privadas, en los ambitos sefialadcs.




3.

Colaborar como instrumento técnico de apoyo,

con los organismos, entidades, especialistas en materia de
investigacién, informacién y documentacién.

4. Informar preceptivamente 1los proyectos de
disposiciones de carédcter general de la Administracién del
gstado relativo a materias propias de este &mbito.

En Andalucia, el organismo que asumuié estas
funciones, tras lLa descentralizacién del Inserso, fue el
ASERSASS. Pero posteriormente, al aprobarse la Ley de
Servicios Sociales, las funciones relativas a este
colectivo las desempefia en INSS (Instituto Andaluz de
Servicios Sociales). Por su par‘e la Junta de Andalucia ha
desarrollade igualmente un amplio programa normativo que
abarca desde la educacién especial y la integracién escolar
de personas con minusvalias (orden 25 marzo 1986), a la
supresi6n de barreras arquitecténicas y fisicas en todos
los ambitos: en edificios escolares piblicos (orden 27
diciembre 1985; en establecimientos hoteleros) etc. Y
convoca ayudas piblicas en materia de Servicios Sociales
(vease la Orden que regula las de 1989, en BOJA 31 enero

1989).

En dicha norma, se€ establecen ayudas tanto
individuales como institucionales, que pueden aplicarse a:

mantenimiento de centros, equipamiento, adquisicién,

i ]
construccién, ampliacién Y reforma, Yy programas,

servicios. s subvenciones concedidas
e a la supervisiénm,

actividades Yy
implicarén la obligacién de someters
segquimien.o Y control de las ayudas a cargo del IASS.
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Las ayudas pueden atribuirse par rehabilitacién;
atencién domiciliaria; asistencia a instituciones o
centros; por movilidad o comunicacién; promocién e
integracién laboral; ayudas complementarias por transporte,
comedor y residencia. Y por otra, ayudas institucionales.
Son las destinadas a subvencionar a las corporaciones
locales, asociaciones, e instituciones sin &nimo de lucro
que puedan crear ¢ mantener servicios de atencién a
minusvadlidos, asi como promocionar acciones de interes
social destinados a los mismos Pueden atribuirse para
Centros de estimulacién precoz, centros ocupacionales y
residencias hogar, centros para minusvdlidos gravemente
afectados, servicios de perfeccionamiento de personal, para
el sostenimiento de actividades de interés social para
minusvdlidos y para la eliminacién de  barreras

arquitecténicas.



7.6.-SERVICIOS SOCIALES PARA LOS GITANOS

Los gitanos cuentan con una larga tradicién de la
marginacién en Espafia. Su situacién actual no puede, por
consiguiente, separarse de esa larga historia.

Precisamente en nuestro pasado pueden encontrarse
numerosas pruebas de una discriminacién y marginacién que
no s6lo ha sido de hecho sino, lo que es peor, tambien de
derecho. Y no hay que olvidar que las leyes
discriminatorias producen el efecto de reforzar y

consolidar las mentalidades y los comportamientos
discriminatorios de la poblacién (vease el andlisis de la
discriminacién y los prejuicios en Cazorla Pérez 1976).

Los ejemplos de esa legislaci6én marginadora son
abundantes en nuestro pasado. Desde la conocida pragmatica
de 1499, de los Reyes Catélicos, ordenando la expulsién de
quienes no tomen domicilio fijo y sirvan a los amos de la
tierra. O la de Felipe III, en 1611, fijando la labranza de
la tierra como oficio obligado y tnico para los gitanos. O
la de Felipe IV, de 1633, prohibiendo a los gitanos que
usen su lengua y traje, los ejemplos son innumerables (los
estudios sobre gitanos son muy abundantes y casi todos
aluden a estas dimensiones histéricas y legales; por todos
ellos vease San Roman y otros 1986, con bibliografia

ampliotoria sobre el tema).




La cultura propia de los gitanos ha jugado el
doble papel, simultaneamente,

de causa y consecuencia
aducida de la marginacién. La cultura propia, especifica,

de los gitanos, diferente de la cultura dominante, se ha

mantenido durante siglos, probablemente debido a la propia
marginacién. Pero el hecho es que sus distintas costumbres,
mentalidades y formas de vida son contempladas
negativamente por la sociedad dominante. La lengua es un
buen ejemplo de ello. En el Estado autonémico, la gran
proteccién de las distintas lenguas de Espafia no ha
alcanzado, sin embargo, a la especifica de los gitanos.

El aspecto econémico es igualmente decisivo en la
marginacién gitana. Es un circulo vicioso: la falta
oportunidades econfémicas incrementa el rechazo y el
menosprecio que la sociedad proyecta sobre los gitanos; lo
cual a s vez refuerza la discriminacién: "De un colectivo
de gitanos cercano a 500.000 personas, una parte importante
sufre discriminacién en distintos terrenos de la vida
cotidiana, como la educacién, la sanidad, la convivencia en
general y hasta la misma justicia. Hay ejemplos suficientes
de sentimientos racistas que boicotean el ingreso de nifios
gitanos en los centros de enseifianza, por su aspecto y malas
costumbres, o exoulsan familias gitanas de determinados
pueblos por su peligrosidad social" (Diaz 1988 pag. 15).

En la discriminada situacién de los gitanos pueden
aducirse razones importantes atribuibles al propio sistema

econémico, desde la industrializacién, que ha empeorado la

situacién de los gitanos, en Andalucia en la décade de los

afios sesenta y setenta.




Antes de la industrializacién y el desarrollo

econémico, la situacién de 1los

gitanos era menos
desfavorable. Sus actividades, habilidades, tradiciones y

costumbres estan vinculadas a actividades relacionadas con
el medio rural. Y muchas de sus cualificaciones -y formas
de ganarse la vida- son precisamente las primeras en
desaparecer o] convertirse en inservible «con 1la
industrializacién. Con lo cual el deterioro de la situacién
econdémica de los gitanos -precisamente cuando el conjunto
de la sociedad progresa-, agrava su marginacién social.

Y se trata de un proceso continuado. Progresos
sanitarios recientes, continuan siendo un obstéculo a su
prosperidad. Una actividad habitual entre los gitanos, como
es la venta ambulante, se limita y restringe para preservar
la salud pGblica, incidiendo precisamente en las
posibilidades de ganarse la vida y, por tanto, en la
marginacién de los gitanos. Sin duda muchos de los
problemas que sufren los gitanos hoy provienen de las
dificultades de adeptacién -en trabajos, viviendas,
costumbres, formas de vida- con el mundo industrial.

Un experto espafiol en cuestiones gitanas, Calvo
Buezas, ha subrayado el importante papel desempeiiado por la
Iglesia. Ya a finales del XIX y principios del XX, surgen
las primeras acciones dirigidas a promover la ensefianza
entre los gitanos. Y es precisamente en Granada, con las

Escuelas del Ave Maria del Padre Manj6n en el Sacromonte
pero esas meritorias

y del pPadre Poveda 2n Guadix.
pe hecho hay

actuaciones no eran mas que acciones aisladas.




que esperar hasta que: "En la década de los sesenta la

Iglesia Cat6lica va a iniciar en Espafia una serie de

servicios pastorales, asistenciales y educativos, que van

a constituir la primera atencién especifica organizada al
pueblo gitano" (1986 pag. 391).

En los anos sesenta, la Iglesia promueve diversas
peregrinaciones gitanas, comienza a fomentar el
asociacionismo gitano y el Concilio Vaticano II replantea
el apostolado y reduce la orientacién europea de la
Iglesia. Estas orientaciones van a cristalizar en Espaia
donde el 1967 se crea la Comisién Episcopal de Migraciones
y, dentro de ella, la Direccién Nacional de Apostolado
Gitano.

Esta funda Secretariados CGitanos en la mayoria de
las diécesis -donde participan en ocasiones gitanos- Yy
algunos de ellos vinculados a CAritas actuan, como el de
Barcelona, con una linea decidida de Servicios sociales. La
Iglesia activa desde los sesenta su orientacién hacia la
ensefianza de los gitanos, y en 1978 se firma un convenio
entre el Ministerio de Edu. *=ifn y la Direccién Nacional de
Apostolado Gitano para escuelas gitanas, de las que
existian afios despues 182 aulas, con casi 9.000 alumnos (El
texto del convenio puede verse en Cuadernos de Accidn
Social, n 8, 1982 pag. 84 y ss; vease tambien Calvo Buezas

1986 pag. 391- 395).

Al menos en ciertas minorias existia la voluntad
de abordar la situacién, sin acudir a medidas represivas.

: . . 1
pPor ello paulatinamente se va abriendo camiro la via de la
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reforma legal y la de la implantacién de servicios

sociales. Desde el punto de vista legal, no fue necesario
esperar a la Constitucién; antes de su aprobacién ya se
habia iniciado el giro en el tratamiento de los gitanos. En
agosto de 1978 el Parlamento suprime los articulos 4, 5, y
6 de las Ordenanzas de la Guardia Civil de 1942, que le

encomendaba la vigilancia, control y represién de los
gitanos.

Pero el cambio basico de la tendencia legal en el
tratamiento de los gitanos, se produce con la Constitucién.
Es su art. 14 establece la igualdad ante la ley: "Los
espafioles son iguales ante la ley sin que pueda prevalecer
discriminacién alguna por razén de nacimiento, raza, sexo,
religién, opinién o cualguier otra condicién o
circunstancia personal o social". Y el art. 9.2 atribuye a
los poderes piblicos la obligacién de hacer efectivas las
condiciones de igualdad.

La nueva orientacién democrdtica y la
Constitucién, impulsan numerosas actuaciones politicas;
interpelaciones parlamentarias; referencias a los gitanos
en los programas Y campafias electorales; el impulso al
asociacionismo y a su cordinacién, con la constitucién de
la Coordinadora de Asociaciones Gitanas del Estado Espaiiol
y su Primera Reunién en abril de 1978 (el listado de las

asociaciones y sus actividades en Cuadernos de Accién
Social n 8, 1982, suplemento; calvo 1986 pag.406 y ss).




Pero los efectos de esta dindmica incidieron

igualmente en la actuacién administrativa.

Se adopté en
efecto una importante decisién: la creacién de la Comisidn

Interministerial para el estudio de los problemas que
afectan & la comunidad gitana, por Real Decreto 250/1979,

de 11 de enero. Con intervencién de representantes de

numerosos Ministerios y bajo la presidenia del
Subsecretario de Cultura, la Comisién tenia como objetivos:

a) El estudio de los problemas que afectan a la
Comunidad gitana.

b) La coordinacién de toda la accién
administrativa que afecte al desarrollo gitano, al respeto
y salvaguardia de su cultura y a su plena incorporacién a
la convivencia ciudadana.

A partir de esa Comisién, la Administracién
comienza a conceder subvenciones a las Asociaciones
relacionadas con actividades gitanas. Por Real Decreto
442/1981, de 6 de marzo, se atribuye al Ministerio de
Cultura la ejecucién de programas encaminados a la
promocién sociocultural de las minorias etnicas, respetando
y asumiendo sus peculiaridades culturales. En tal sentido,
el Fondo de Asistencia Social concedié, ya desde 1980,
numerosas ayudas para estos fines (sus cuantias, objetivos
y provincias de actuacién en: Hervas Burgos 1982 pag. 27 Y
ss). Con posterioridad, por orden de 22 de marzo de 1982,
ge sistematizan las normas para las ayudas, que.pueden
obtenerse para algunos programas especificos para gitanos.




Su art. 2 expresa la orientacién de la Administracién ante
este problema:

a) Rescate y fomento de las actividades artisticas
especificas de su peculiar cultura.

b) Actividades que a partir de iniciativas propias
tengan como cbjeto el desarrollo de la comunidad.

c) Promocién de acciones educativas y culturales
de carécter social y base popular.

d) Acciones encaminadas a la promocidén
sociocultural de la familia er. general y a cada uno de sus
miembros en particular.

e) Formacién de monitores para impartir las
actividades resenadas.

f) Campafias de divulgacién, informacién Yy
sensibilizacién en base a la promocién e integracién del
sector a que vayan dirigidas.

g) La realizacién de actividades de extensién

cultural.

pesde 1982, la orientacidn de la politica referida
a los gitanos va a cambiar de orientacifn. Por una parte,

la reforma del Cédigo penal va a sancionar al funcionario

pGblicoc que en el ejercicio de su cargo duscriminara a las

personas de raza gitana. Se trata, ciertamente, del cierre




histérico de la discriminacién legal,

sancionando
precisamente la discriminacién.

Pero ademas el Parlamento aprob6 la proposicién no
de ley, el 3 de octubre de 1985, poniendo en marcha un Plan

Nacional de Desarrollo Gitano cuyo objetivo no puede ser
mas ambicioso:

"Acabar con la discriminacién histérica del
pueblo gitano, asi como sacarlo de la marginacién social

que padece, por la répida e irreversible transformacién
industrial y urbana de nuestra sociedad".

En la actualidad, es el Ministerio de Asuntos
Sociales quien tiene competencia en el desarrollo del Plan,
coordinandc a representantes de numerosos Ministerios. Las
lineas de actuacién aprobadas para 1989 son las siguientes
(una descripcién més detallada en Cuadernos de Accibn
Social n 16, 1989 pag. 27 y ss):

1. La creacién de una unidad administrativa para
la gesti6én del Plan, en la Direcci6én General de Accibn

Social.

2. Creaci6n del Consejo Asesor para el desarrollo

del pueblo gitano.

3. Coordinacién con las Comunidades Autdénomas.

4. Colaboracibn con las asociaciones de &ambito

estatal de apoyo al sector gitano.




5. Impulso de 1la actividad del grupo

para coordinar las medidas previstas en
el Plan en vivienda, salud, educacién,

profesional, cultura, trabajo e integracién.

interministerial

formacién

6I
actividad.

Andlisis de la informacién que genera esta

7. Divulgacién de la existencia del Plan y de sus
actuaciones.

La Comunidad Auténoma Andaluza -donde se estima
residen unos 250 mil gitanos- ha desarrollado una
importante labor en la promocién de los gitanos. Se trata
de una exigencia impuesta por el propio Estatuto que en su
art. 12, al igual que el art. 9.2 de la Constituciébn,
establece que promovera las condiciones para que: "La
igualdad del individuo y de los grupos en que se integran
sean reales y efectivas; removerd los obstlculos que
impidan o dificulten su plenitud y facilitara la
participacién de todos los andaluces en la vida politica,

econémica, cultural y social".

En la materializacién de ese compromiso, por orden
de 22 de abril de 1985 se crea la Secretari. de Estudiocs y
Aplicaciones para la Comunidad Gitana, desarrollada por
orden de 7 de octubre de 1985, coro 6rgano de coordinacién
y asesoramiento de la Comisifn Delegada de Biev?star
Social, dependiendo de la Direccion General de Jervicios

Sociales. Sus funciones son:




1. Asesorar a los 6rganos de la Administracién

Autonf6mica, mediante e) estudio de las necesidades reales
de la comunidad gitana.

2. Colaborar con la Administracién, proporcionando
una perspectiva adecuada desde la 6ptica gitana para la
solucién de sus carencias

3. Promover el asociacionismo gitano.

4. Plantear iniciativas para actuaciones dirigidas
a la promocién de los gitanos.

5. Servir de enlace entre la Comunidad gitana y la
Administraciodn.

6. Realizar el seguimiento de los programas.

El Plan Andaluz para la Comunidad Gitana,
aprobado por la Comisién Delegada de Bienestar Social de
Andalucia, constituye el instrumento operativo que guia la
accién de la administracién en materia de promocién de
gitanos. El Plan adopta dos vias: la accién comunitaria y
el desarrollo de programas sectoriales especificos. La
primera, se refiere a la actuacién en barrios determinados
con colectivos gitanos Yy en situaciones ~specialmente

marginadas. Los programas sectoriales se refieren a

problemas concretos y on similares a las funciones antes

mencionadas de la Seciretaria de Estudios.




Anualmente la Junta de Andalucia efectda la
convocatoria de Ayudas Pablicas en muteria de servicios

sociales. La de 1989 apareci6 en el BOJA de 10 de enero de
1989.

Concede ayudas a las asociaciones e instituciones

privadas sin &nimo de lucro y a las Corporaciones locales

para el desarsrollo de programas destinados a la promocién
de los gitanos.

La Administraci¢ - autonémica ha realizado, ademas
numeroszs medidas con repercusiones directas en el
bienestar de los gitanos; por ejemplo en materia de
erradicacion del chabolismc . Su orientaci por
consiguiente ha estado encaminada a la adopcién de
miltiples medidas compensatorias frente a la
discriminacién. Pero no ha implantado servicios sociales
especificos para utilizacién exclusiva de este colectivo.




7.7.-SERVICIOS SOCIALES PARA TOXICOMANOS

Lu preocupacién por las toxicomanias en Espafia, se
ha extendido considerablemente en la ultima década. Los

estudios de opinién, de manera muy estable, revelan que,

junto al paro y al terrorismo, las drogas aparecen cComo
una de las méasacuciantes preocupaciones de la poblacién
espafiola. Y las causas de esta tendencia son desde luegc
numerosas. El incremento del consumo es una de ellas, e
importante sin duda. Pero no es la f@nica.

A nuestro entender, la conciencia de la gravedad
jel problema proviene tambien de otros elementos a retener.
Jor una parte, el aumento no sblo lo ha sido del consuno
gino, como es obvio, tambien del trafico. El trafico ha
gido destinado al consumo interno en Espafia, pero existen
evidencias de que tambien es lugar de paso para la
provisién del mercado en otros paises europeos. Esta
situccién y las notorias actuaciones de mafias que
controlan la distribucién, han aumentado la preocupacién

colectiva por el problema de las toxicomanias.

La sensibilizacién colectiva ante la calidad de
vida y por la salud dan motivos de reflexién igualmente a
grandes sectores de la poblacifbn espafiola. Maxime cuando
una de sus manifestaciones mis graves aparece
cotidianamente en los medios de comunicacién: la mortalidad

por droga: Y los accidentes de trafico por embriaguez. El

Fiscal General del Estado, en su Gltima Memoria ofrece la




cifra de 250 muertes en 1988, solamente por sobredosis de
heroina, en muchos casos por adulteracién de la droga; una
mortalidad que aumenta velozmente, pues eran 166 las

producidas por esa misma causa en 1987. Estas situaciones

provocan tambien la generalizada preocupacién colectiva por
esta cuestién.

Pero ademds habria que aludir al extraordinario
incremanto de los hechos delictivos atribuidos en sus
causas a las toxicomanias y que crean gran alarma social:
los robos con intimidacién para la obtencién de recursos
cconémicos necesarios para adquirir la droga, Y los
realizados en farmacia para aprovisionarse de las
sustanc .as.

Esta situacién se encuentra acompafiada de una
percepcién de la insuficiencia de las medidas tanto
legales, como médicas, como de servicios y de equipamientos
adecuados para la prevision, tratamiento y reinsercién de
las personas implicadas en las toxicomanias. Scbre todo
cuando las personas involucradas en asuntos de droga
tienden a ser cada vez mis j6évenes. Todas estas
circunstancias en suma evidencian la magnitud de un
problema gque se plantza en terminos radicalmente diferentes

a los del pasado.

El enfoque que prevalecia en el tratamiento de
esta cuestién era sobre todo juridico y con una orientacién
netamente de sancién. s6lo la Ley de Peligosidad Social de

1970 parecia querer cambiar de orientacién, al establecer

como medidas de rehabilitacién el internamiento en un




establecimiento de custodia o de reeducacién en Centros

especiales (art. 5). Pero tales centros no llegaron a

crearse y las sanciones por drogas se cumplieron en la
préactica en instituciones penitenciarias.

Con el sistema democrético se producen desde luego
modificaciones y cambios en el terreno de la legislacifn
sobre drogas, pero el cambio mis relevante sera la
utilizacién de los servicios sociales como instrumento de
actuacién en las toxicomanias. Antes de examinarlos,
debemos sin embargo aludir a las modificaciones juridiéﬁs.

Los cambios legislativos se han producido en el
terreno de la regulaci6én de las sustancias y preparados
psicotrépicos y de productos que producen dependencia; la
regulacién del trafico ilfcito; de los tratamientos
terapéuticos; restricciones de la publicidad y consumo de
bebidas alcoholicas y del tabaco, incluyendo centros
docentes: en el tratamiento penitenciario especial para
drogadictos; y en sucesivas reformas del Codigo penal (los
aspectos legales pueden verse en: Martinez Higueras 1986).

La filtima de las cuales es la Ley orgénica 1/1988,
de 24 de marzo, de reforma del C6digo penal en materia de
tr&fico ilegal de drogas, con un importante incremento de
las penas privativas de libertad con que se persiguen estos
hechos. Esta norma agrava las penas cuando se faciliten
drogas a menores de 18 afios, disminuidos psiquicos, © se
introduzcn ©O difundan en centros docentes, militares O

penitenciarios. Y lo mismo ocurre cuando quien introduce

las sustancias sean empleados de los centros mencionados;
ili en

cuando se adulteren; cuando se faciliten a personas




tratamiento de rehabilitacién o cuando: "fuere autoridad,

facultativo, funcionario piblico, trabajador
docente o educador" (art.

social,
344 bis a del Codigo pe.. 1), a
quienes ademas se les impone la inhabilitacién especial.

La reforma del C6digo establece tambien la
confiscacién de los bienes, efectos e instrumentos que
hayan servido para la comisién de los delitos, y que para
la determinacién del importe de las multas se atenderé
preferentemente al valor econbémico final que el producto
hubiera podido obtener.

La reforma del Cédigo penal significé una
reorientacién de la politica ante las drogodependencias con
matices més restrictivos de los imperantes desde la
transicién politica. A ello se afiadi6é, la creacién por ley
- de 24 de marzo de 1988 del Fiscal Especial para la
Prevencién y Represién del trafico ilegal de drogas, con
competencias en todo el territorio nacional.

Jurto a amplias competencias en los procesos, se le
atribuye una de enorme importancia para la persecucién del
tr&fico: "Investigar la gituacién econémica y patrimonial,
as{ como las operaciones financieras y mercantiles de toda
clase de personas respecto de las que existan indicios de
que realizan o participan en actos de tréafico ilegal de
drogas o de que perteneen O auxilian a organizaciones que
se dedican a dicho tr&fico, pudiendo raquerir de las
Administraciones pablicas, Entidades, Sociedades Y
particulares las informaciones que estime precisas" (art

3.4).




Pero como ya se ha sefialado, la novedad més

significativa del régimen democrédtico respecto
toxicomanias,

las
ha sido su tratamiento por nuevas vias,

frente al exclusivismo del tratamiento penal o

sancionatorio anterior. Se esté configurando una nueva

politica mids amplia y diversificada.

La génesis directa ha de situarse en el debate
sobre el estado de la Nacién,a cuyo término el Parlamer* .
aprobé, en su sesién de 27 de octubre de 1984, una mocién
dirigida a: "la elaboracit6n de un plan de prevencién contra
la droga en que se contemple la reinserci6én social de los
drogadictos". La propuesta acordada explicita ya su
vocacién de abordar el tema en su globalidad y atendiendo
a la reinsercidn; huyendo por consiguiente de
planteamientos meramente represivos. Casi simultaneamente
el Senado aprob6 la creacitn de una Comisién de
Investigacién para estudio del problema del consumo ¥y
trafico de droga, cuyos resultados fueron debatidos en el
pleno de noviembre de 1985.

Como resultado del acuerdo parlamentario, el
consejo de Ministros de 24 de julio de 1985, aprueba el
Plan Nacional sobre las Drogas. El Plan aborda de manera
global el uso de drogas en nuestro pais, si bien las
medidas recomendadas inciden, sobre todo, en las drogas
ilegales y sus efectos. Las medidas incluidas se dirigen

prioritariamente a conseguir los siguientes objetivos:




1. Reduccién de la oferta y la demanda.

2. Disminucién de la inseguridad ciudadana.

3. Oferta de una red piblica de servicios de
atencién

4. Coordinacién Y cooperacién de las
Administraciones e instituciones sociales implicadas en el
problema.

La prevencién se orienta a la reduccién de la
oferta y a la reduccién del consumo. Reconoce ademas que la
mayor parte de las medidas preventivas sobre el consumo de
drogas no son especificas, sino generales, mejorando las
condiciones de vida y con la prevencién de la marginalidad.
Por ello las actividades prioritarias se centran en la
educacién para la salud en el medio escolar, la promocién
del bienestar de la poblacién juvenil y la participacién de
los agentes sociales ya que la prevencién exige amplia
corresponsabilidad ciudadana. En la reducci6én de la oferta
se plantea distintas actuaciones policiales Yy penales.

Pero el Plan atiende a la asistencia y su objetivo
es la abstinencia del consumo y la reinsercién social. El
plan cuestiona la reinsercién que es un dudoso objetivo, si
por ella se entiende la vuelta a la situaci6n anterior que,
en muchos casos, ya era disocial. La asistencia la plantea

con arreglo a tres premisas basicas:




1. Complementariedad entre servicios de salud y
servicios sociales para la

elaboracién de programas
terapéuticos.

2. Potenciacién de redes generales de servicios
asistenciales, frente a la creacién de servicios paralelos
especializados, salvo en casos especificos.

3. La promocién de férmulas alternativas al
internamiento, fomentando la asistencia en el é&mbito
familiar y comanitario.

El Plan sostiene gque la asistencia debe
estructurarse a través de los servicios comuniterios, tanto
sociales como de salud, y utilizando la red existente:

Servicios Sociales Comunitarios Yy Servicios
Basicos de Salud, con funciones de informacién, orientacién
y canalizacién hacia otros servicios sociales o sanitarios;

son las instituciones de entrada al sistema.

Servicios de Salud Comunitaria, con programas
especificos de +ratamiento de la toxicomania. Actuucién
sectorializada y polivalente, en la que se incluiré la
desintoxicacifn: ambulatoria o en hospitales. Y

Comunidades Terapéuticas, utilizadas como recurso
de tratamiento o de reinsercién social por los servicios

que actian en ambos niveles.




El Plan afiade un conjunto de actividades de
soporte tanto en formacién de personal, en informacién e

investigacién y medidas particulares para tres colectivos
de poblacién: Menores en reforma;

Reclusos y Fuerzas
Armadas. Su Gltima parte se dedica a la coordinacién

interdepartamental e interautonémica y a la enumeracién de

medidas a realizar por las distintas Administraciones
(Ministerio Sanidad y Consumo 1985).

Unos meses despues de la aprobacién del Plan, por
Real Decreto de 11 septiembre 1985, se crea la Comisién
Interministerial para la ejecucién del Plan Nacional.
Presidida por el Ministro de Sanidad y Consumo y con
intervencién de otros Ministros, establece la figura del
Delegado del Gobiernvo para el Plan Nacional sobre Drogas
-adscrito al Ministerio de Sanidad y Consumo- Juien actuaré
como Secretario del Grupo Ministerial. Al Delegado le
corresponde:

1.Elaborar propuestas de programas y actuaciones
para la lucha contra la droga.

2. Desarrollar las acciones y propuestas acordadas

por la Comisidn.

3. Coordinar la actuacién los organos

administrativos en este campo.

4. Coordinar 1la asignacién los recursos

preaupuestarios del Plan.




5. Realizar el estudio, evaluacién y seguimiento
de las actividades desarrolladas en el Plan.

6. Elaborar informes y manterer documentaciém.

La figura del Delegado del Gobierno, cuenta con
equivalente en Andalucia. La Junta cre6, por Decreto
72/1985, de 3 de abril, el Comisionado para la Droga, con
funciones similares al anterior y con dependencia de la
Consejeria de Salud y Servicius Sociales. Simultaneamente
se crean los Patronatos Provinciales para la Droga y los
Centros Provinciales de Toxic6émanos (Boja 20 mayo 1985).

Los Patronatos se constituyen en cada provincia de
Andalucia, como instrumentos de coordinacién -y para la
movilizacién- de las instituciones y fuerzas sociales, para
la actuacién frente a la toxicomania. En ellos se integran
representantes de la Administracion Autonémica y de las
corporaciones locales -Diputaciones Yy Ayuntamientos- y a
todos los agentes que puedan dar una respuesta al problema
(representantes gindicales, asociaciones juveniles,
asociaciones de ayuda mdtua, asociaciones de familiares de

exdrogadictos etc).

El cometido de los patronatos se centra en la
adaptacién a cada provincia del plan Antidroga para
Andalucia, el estudio de la drogodependencia Y la creacién
de Centros provinciales de Toxicomanias. Estos Centros

tienen encomendadas las siguientes funciones:




l.Ejecutar los acuerdos de los

Patronatos
Provinciales del que dependan, que se refieran a planes de

prevencidén, en base a coordinar su seguimiento y realizar
su puesta en funcionamiento.

2.Servir como centro especializado de atencién
primaria de las toxicomanias.

3.Actuar como ©6rgano de informacién ciudadana
sobre toxicomanias.

4 .Colaborar con las institucicnes sanitarias para
la rehabilitaci6én de los toxicOmanos.

Los Centros Provinciales se crean de acuerdo entre
las Diputaciones y la Junta de Andalucia y se financian con
fondos procedentes de las respectivas Administraciones y
del Plan Nacional. En el supuesto de inexistencia de
acuerdo para Ssu creacién o mantenimiento, el Comisionado
para la Droga se ocupard de la gestién directa de los
mismos.

La estructura operativa disefiada por el Plan
Andaluz de la Droga, Comisionado para la Droga -disefiando,
evaluando y actualizando el Plan-, Patronatos Provinciales
-lugar de encuentro y coordinacién de actuaciones-, Y los
Centros Provinciales -eje operativo del programa-, 8e
completa con el disefio de los gservicios para los
toxic6manos. Estos servicios se establecen en el Plan con

arreglo a los siguientes tres niveles:




l.- En &l se enmarcan los servicios generales més
préximos al ciudadano:

a). Servicios Sociales Comunitarios. Se trata del

instrumento basico de informacién y  orientacién

comunitaria, asi como la potenciacién de nuevos recursos
asociativos, culturales, de voluntariado social, etc.
encaminados a cooperar en el tratamiento y a favorecer la

insercién del individuo en la sociedad con posterioridad al
mismo.

b). Centros de Salud. Es la estructura fisica y
funcional que permite el desarrollo de la atencién
primaria, integral y continuada.

2.- Ei sequndo nivel corresponde a los centros Yy
servicios de tratamiento especializado.

a). Centros Provinciales de Drogodependencias.
Como hemos visto es el eje de proceso terapéutico en su
&mbito provincial, actuando como centro especializdo de
referencia para la provincia. Coordinan los recursos
existentes y la derivacién a los mismos y a los gservicios
y programas especializados de los pacientes que consideren

idéneocs.

b). Equipos de Salud mental. Atienden por
derivaci6n desde los Centros Provinciales y los Centros de
Salud, a los pacientes con problemas paicopatolégicos

asociados a la drogodependencia.




c). Unidades Hospitalarias de Desintoxicacién.

Dependientes del servicio de medicina interna de los

Hospitales Generales, realizan tratamientos de

desintoxicacién en pacientes enviados desde Centros

Provinciales, que no puedan ser tratados en ambulatorios o
domiciliariamente.

3.- 21 terxcer nivel corresponde a los centros,
servicios y programas destinados a la rehabilitacién y
reinsercién social de drogodependier.es. Superada la fase
de desintoxicacién, es posible la continuidad del proceso
terapéutico mediante la participacién en programas
especificos de rehabilitacién y reinsercién.

a). Centro Regional de Rehabilitacién. Comienzan
a implantarse y estan previstos conciertos con comunidades
terapéuticas privadas para disponer de plazas en las mismas
con cardcter gratuito. En estos centros un equipo
multidisciplinar se ocupa de fomentar la adquisicién de
habitos, conocimientos, Y habilidades que favorezcan el

proceso de integracién social.

Por otro lado el proceso de insercién social se
favorece con la realizacion de programas especificos sobre:

a). Red de Artesanos. Programa experimental de
capacitacién profesianalmediante elaprendizaje directo de
un oficio, con la colaboracién de trabajadores autonomos O

pequeiios talleres. Durante el periodo de aprendizaje se
recibe una beca ¥ el artesano O trabajador una

gratificacién por su colaboracién.




b). Pisos de reinsercién. El objetivo del programa
es facilitar la adaptacién al medio, mediante la residencia
temporal en un piso tutelade por personal
cualificado, dependiente del Centro Provincial.

técnico

c). Centros de Dia. Destinados a quienes han
superado la fase de desintoxicacién, y dependientes tambien
de los Centros Provinciales, desarrollan programas
ocupacionales y de formacién, destinados a desarrollar
habitos de conducta que faciliten la integracién social.

Los programas de reinsercidn y rehabilitacién de
drogadictos no le limitan a los equipamientos mencionados
(para un desarrollo mas ampiio puede verse Comas Arnau y
otros 1987, con amplia bibliograffa). La Junta en el Plan
Andaluz establece como objetivo prioritario tambien la
promocién del movimiento asociativo y la implicacién
activa de la comunidad en actuaciones de voluntariado

social.

Hemos de mencionar, para concluir, la creciente
preocupacién por el fenémeno del SIDA. No ha dado lugar a
ia implantacién de servicios especificos y se atienden
dentro del sistema sanitario general. Guardan alguna
relacién con las toxicomanfas, en cuanto a su transmisién,
y quizé requieran en un futura préximo medidas de atencién

particulares. Por el momento ya comienzan a articularse

algunas medidas concretas. Asi en el BOE 6 octubre 1987 se
judicacifn de svbvenciones Y

establecen normas para la ad




ayudas a Instituciones sin &nimo de lucro para financiar
estudios en materia de prevencién del SIDA.

Tambien la Junta de Andalucia (BOJA 12 diciembre

1987) ha creado un Plan de prevencidén y control del SIDA,

para reducir su propagacién y mitigar sus consecuencias
somaticas, psiquicas, sociales y econfmicas.




7.8.-SERVICIOS SOCIALES PARA RECLUSOS

El articulo 25.2 de la Corstitucién aborda la
cuestién, que ha sido tan considerablemente debatida a lo
largo de la historia, de la finalidad de la pena. Una
cuestién que suscita reflexiones y polémicas y que la
Constitucién plantea en términos de reinsercién cuando, en
dicho art. se establece que: "Las penas privativas de
libertad y las medidas de seguridad estarn orientadas
hacia la reeducacién y reinsercién social y no podrén
consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de
prisién que estuviera cumpliendo la misma, gozard de los
derechos fundamentales de este capitulo, a excepcién de los
que se vean expresamente limitados por el contenido del
fallo condenatorio, el sentido de la pena Yy la ley
penitenciaria. En todo caso, tendré derecho a un trabajo
remunierado y a los beneficios correspondientes de la
Seguridad Social, asi como al acceso a la cultura Y al
desarrollo integral de su personalidad”.

Estas previsiones de la Constitucién sientan los

principios basicos del tratamiento de los reclusos. Y lo
hace, orientando la privacién de libertad hacia la

reeducacién y 1la reinsercién social; bien 1lejos por
consiguiente de la consideracién de la pena como venganza
o retribucién que durante mucho tiempo ha predominado en
las sociedades. gl tratamiento dado a la cuestién por

a legislacién es en definitiva el resultado de una
en los cuales

nuestr
dilatada evolucidn durante el siglo XIX y XX,

431




la

asistencia social a los penados ha llegado a ser una
obligacién propia de la Administracién Pdblica y no mera

caridad o beneficencia. Numerosas modalidades de auxilio a

los reclusos existentes en el pasado en Espafia, tenian esas

caracteristicas (Carmona Salgado 1984 pag. 163 y ss) y

procedian de la accién privada y no la piblica.

Pero al margen de los antecedentes existentes en
nuestro pais, tanto del ambito piblico como privado, merece
citarse el Centro de Estudios de Proteccién Ciudadana,
regulado por orden de 15 de septiembre de 1980, dentro del
Ministerio del Interior. Su fianlidad es la coordinacién
entre los organismos y los especialistas para la adopcién
de medidas preventivas asi como la reincorporacién a la
sociedad de las personas afectadas, especialmente 1los
jévenes. Igualmente importante es la Comisién
Interministerial para la prevenci6n de la Delincuencia
juvenil. Se trata de un 6rgano colegiado de estudio e
investigacién asignado al Ministerio de Interior. Junto a
las funciones de coordinacién administrativa y de estudio,
le corresponde igualmente promover la creacién de centros
de rehabilitacién y reinsercién de menores y jovenes, para
lograr la efectiva integracién social.

pero lo importante es que la Constitucifn
establece, pues, una filosofia humanitarista en el
tratamiento del recluso al que protege, por ello, tratando
de evitar al maximo las cargas adyacentes al hecho de estar
internado en prisién. y asi reconoce a los reclusos el
derecho al trabajo y a la Seguridad Social. Es més, protege
a los reclusos hasta el punto que sé trata del Gnico sector




de la poblacién que tiene un derecho protegido -el de la

Seguridad Social- con mayores garantias que el resto de los
ciudadanos.

El conjunto de la poblacién tiene reconocido ese
derecho en el articulo 35, dentro de la seccién 2 del
capitulo 2, que no puede ser alegado ante la jurisdiccién
ordinaria, salvo cuando asi lo dispongan las leyes que lo
desarrollen. Mientras que la garantia para los reclusos, al
estar encuadrada en la seccién 1 del capitulo 2 del Titulo
1, pueden ser alegados directamente ante los Tribunales
ordinarios, segin el art. 53 de la Constitucién.

Por otra parte otra cuestidén se suscita en el
articulo 25.2 y es le naturaleza del derecho al trabajo que
reconoce. Ha suscitado numerosas controversias doctrinales
y, ya tambien, de tipo judicial (veanse por ejemplo las
referencias jurisdiccionales en Ortubay 1987 y Bueno Aris
1988). E1 debate puede sustanciarse en estas dos
posiciones: "La redacci6én ambigua del precepto abre la duda
sobre si todo condenado a pena de prisién, por el hecho de
serlo, tiene derecho a los beneficios correspondientes de
la Seguridad Social, o, lo que parece mucho més légico
-escribe Alzaga 1978-, tal derecho s6lo le corresponde si
opta por llevar a cabo voluntariamente un trabajo
remunerado en las instituciones penitenciarias adecuadas a

tales quehaceres” (Alzaga 1978 pag. 245).

La principal concrecién legal con posterioridad ha
sido el art. 3.1 de la Ley 31/1984, de 2 de agosto, al
ue tienen derecho al subsidio de desempleo del

determinar q
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nivel asistencial -al 75 % del salario minimo

interprofesional durante seis meses y hasta dieciocho-

quiznes, entre otros requisitos, hayan sido liberados por

cumplimiento de condena o remisién de pena y no tengan
derecho a prestacién por desempleo.

Pero al margen de las peculiaridades de aplicacién
del precepto, lo yue es incuestionable es que el art. 25.2,
carece de precedentes en el derecho constitucional y denota
claramente la voluntad decidida de rehabilitacién y de
reinsercién que tiene la prisién en la Constitucifn.

Si la Constitucién marca los principios
inspiradores del tratamiento de los reclusos, su concrecién
se produce con la Ley General Penitenciaria de 1979. En
ella se regulan los establecimientos y regimenes
penitenciarios. Pero, junto a la organizacién de la cércel,
para ese cbjetivo de reinsercién, se introduce una
importante innovacién: se establecen las Comisiones de
Asistencia Social (art. 75).

Por Asistencia Social Penitenciaria podemos
entender como aquella "actividad pGblica o0 privada,
dirigida a resolver las necesidades materiales Yy morales de
internos y liberados, asi como de sus respectivas familias,
y a intentar mantener relacionado al condenado con el mundo
social en el que se desenvolvia antes de entrar en prisién.
Su finalidad es reducir los efectos desocializadores que
ocasiona la pérdida de libertad" (Carmona Salgado 1984 pag.

157-158).




La Comision de Asistencia Social se crea
organismo dependiente de la Direccion

como

. General de
Instituciones Penitenciarias. Se configura ademés con gran

amplitud, pues ha de prestar asistencia a los internos; a
los liberados condicionales o definitivos y a
familiares de uncs y otros.

los

El Real Decreto 1415/1983, de 30 de marzo,
estructura a la Comisién en los siguientes Organos:

a. Comisién Central de Asistencia Social

b. Secretaria General

c. Comisiones Provinciales o Locales de
Asistencia.

A la Comisién Central le corresponde dirigir y
fomentar las actividades de asistencia social
penitenciaria; aprobar el programa general de actividades
y sefialar directrices de actuacién a todos los 6rganos de
la Comisién de Asistencia Social. Esta presidida por el
pirector General de Instituciones Penitenciarias, segn el
Real Decreto 1449/1985, de 1 de agosto, que modifica la
estructura orgénica del Ministerio de Justicia. La integran
Direcciones Generales de diversos Ministerios Y
representantes de otras entidades tales comoc Colegio de
Abogados o el presidente de la Federacién de Asistentes

Sociales.

Las Comisiones Provinciales o Locales de
tan con una voluntad de insercién en

Asistencia Social cuen

el medio gque es manifiesta. Su composicién es menos
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funcionarial o burocratica y, en cambio, se aumenta la de

sectores representativos de la localidad: representantes de

organizaciones sindicales, empresariales, organismos

privados de asistencia social. Estos representantes
participan en las Comisiones con miembros de los organismos

de accién social, de la comunidad auténoma y de la
administracién local.

Las Comisiones Provinciales o Locales -que se
crean en las localidades que determine la Comision Central-
realizan el papel mds importante y de relacién directa con
1os reclusos , sus familiares. Eil Real Decreto le atribuye
la ejecucién de las directrices emanadas de la Comisién
Central y, ademds de su regulacién administrativa interna:

1. Atender las cuestiones planteadas por los
internos y sus familias, ayuddndoles moral y materialmente.

2. Procurar la reinsercién de los liberados
condicionales o definitivos, asi como su colocacién en

centros de trabajo.

3. Acoger a los familiares de 1los liberados,
presténdoles ayuda en lo posible y cuidando, especialmente,
de la educacién de sus hijos en instituciones escolares sin

discriminacién alguna.

4. Informar cuando los O6rganos judiciales ©

administrativos encargados de 1la vigilancia de los

liberados condicionales lo goliciten, sobre el modo de vida




y la reinsercién social de los mismos, asi como respecto a

las ofertas de trabajo y gestiones para encontrar empleo,

5. Dirigir sugerencias a la Comisién Central de
Asistencia Social.

Con distintas medidas, la regulacién de las
Comisiones cuidan que se desvinculen a los integrantes del
equipo de Asistencia Social, del resto de los funcionarios
de prisién. Asi la propia Ley Penitenciaria establece que
el personal asistencial estara constituido por funcionarios
que se dedicaran a esa tarea con exclusién de cualquier
otra actividad que no sea asistencial. Ademés, el Real
Decreto de 1983 precisa que la sede de las oficinas de las
Comisiones provinciales o locales se encontrardn situadas
fuera del recinto penitenciaria. Se trata con ello de
resaltar el aspecto de asistencia y, al mismo tiempo,
hacerla posible suprimiendo cualquier recelo o sospecha que
existiera.

El trabajo de las Comisiones se realiza mediante
los equipos de Asistencia Social Penitenciaria. Contarén,
como minimo, con un Asistente Social por cada 50
internados. Las funciones de los Asistentes Sociales

penitenciarios seran:

1. La asistencia directa a los reclusos Y
familiares en el plano sociofamiliar en sus aspectos
preventivos Y rehabilitador, presténdoles ayuda y consejo.




2. Ejercer la actividad profesional propia de la
asistencia social, con arreglo a los planes y programas de
la Comisién Central de Asistencia Social,

respetando los
principios de del trabajo social y guardando el debido
secreto profesional.

3. Participar, en su caso, en las sesiones de la
Comisién Provincial o Local de Asistencia.

4. Informar a los organismos judiciales y a la
Direccién General de Instituciones Penitenciarias sobre
aquellos asuntos de su competencia relatives a 1la
asistencia social.

5. Realizar investigacién social sobre el trabajo

de asistencia social y su eficacia.

6. La proyeccién exterior de la asistencia social

penitenciaria en coordinacién con otros servicios sociales.

Los Equipos de Asistencia Social realizan una
labor muy activa en la informacién y gestién de las
prestaciones sociales disponibles para familias de
internados y liberados condicionales. Conceden ayuda social
de urgencia, asistencia sanitaria, ayudas promocién de
empleo, ayudas urgentes a excarcelados, Y ayudas para
visitas de familiares (Ministerio de Trabajo 1987 pag. 253

y s8).




7.9.-SERVICIOS SOCIALES PARA EMIGRANTES

Espafia es un pais con gran tradicién en los

movimientos migratorios. Por razones econfmicas © por

razones politicas, siempre ha sido frecuente la emigracién.

Sobre todo en las regiones mids atrasadas, como Andalucia,
Extremadura o Galicia.

Sin embargo, desde finales de la 2 guerra mundial,
se producen dos importantes cambios en la emigracién
exterior. Por una parte, desciende, de forma muy acusada,
la emigracién hacia América, que habia sido la tradicional
en Espafia. Y aumenta sin embargo -y aceleradamente en los
afios sesenta- la que tiene como destino los paises europeos
mAs desarrollados: Alemania, Francia, Holanda, Suiza, etc.

Por otra parte, cambia el carlcter de 1la
emigracién. Antes se producia una emigracién definitiva,
para instalarse en los paises de destino. Sin embargo, la
emigracién europea de los afios sesenta tuvo, en la mayoria
de los casos, un objetivo provisional o temporal.

El gran incremento de la emigracion europea, la
dureza de las condiciones de vida ¥ otras muchas
circunstancias han incrementado la preocupacién ptiblica por
las condiciones de vida de los emigrantes (vease por

ejemplo Cazorla pérez 1989). Los paises de destino y la
comunidad Europea han adoptado numerosas medidas destinadas

a la mejora de ja formacién, condiciones de vida ¥y




adaptacién de los emigrantes en los respectivos paises. La

detencién de la emigracidén hacia esos paises por la crisis
econémica, ha modificado el tipo de riesgos a proteger,
pero no modifica la precariedad de la situaci6n del
emigrante. La Organizacién Internacional del Trabajo ha

promovido numerosas medidas en favor de la condicién del
emigrante.

En Espafia, la Constitucién de 1978, con su art.42,
eleva a rango constitucional que la emigracién no debe
suponer menoscabo o limitacién de los derechos que la
Constitucién reconoce a todos los trabajadores; y establece
que: "El Estado velard especialmente por la salvaguardia de
los derechos econémicos y sociales de los trabajadores
espafioles en el extranjero y orientard su politica hacia su
retorno".

Pero el reconocimiento bésico del derecho a la
emigracién se encuentra en el art. 19, que establece la
libertad de residencia y circulacién de las personas. Y
otros articulos importantes en esta materia son el 68.5:
“gl Estado facilitaré el ejercicio del derecho de sufragio
a los espafoles que se encuentren fuera del territorio de
Espana”. También el art. 149.1.2, que atribuye la
competencia en materia de emigracién al poder central. En
un sentido més amplio, puede mencionarse el 40.1, cuando
establece que los poderes piblicos realizaran una politica

orientada al pleno empleo.

El marco normativo pasico regulador de esta

materia se encuentra en la Ley General de Emigracién, de 21
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de julio de 1971, con

numerosas disposiciones
complementarias posteriores. su titulo 3, se dedica a la

Asistencia Social al Emigrante, donde junto a previsiones
generales al respecto, precisaban la asistencia en materia

de ensefianza y formacién profesional; asistencia de

cardcter econbémico; sistencia en la contratacién;

centros y asociaciones de
espafioles en el extranjero; reagrupacién familiar vy
asistencia a la familia; repatriacién, etc. Se trata en
suma de un compendio sistemético de medidas asistenciales
.m favor de los emigrantes.

asistencia en el exterior;

El organo administrativo encargado de la puesta en
pridctica de estas previsiones era el Instituto Espafiol de
Emigracién, que habia sido creado por ley de 17 de julio de
1956 (aungue contaba con antecedentes mis lejanos). La Ley
General de Emigracién, en su titulo 7, lo regula y lo
configura como entidad gestora de la Seguridad Social,
quedando convertido en organismo auténomo del Ministerio de
vrabajo. Esta misma ley le encomienda la ejecucion y puesta
en préctica de la accién del Estado en materia de

emigracién.

El Real Decreto 530/1985 modificé la estructura
organica del Ministerio de Trabajo Y Sequridad Social, ¥
suprime al Instituto como organismo auténomo. En su lugar
crea la Direccién General del I.E.E., que asume las
funciones del Instituto. El Real Decreto de g8 de abril de

1985 define a la Direccién General como el centro directivo

al que corresponden las funciones relativas a emigraciones,

i i iores e
asistencia a 1los emigrantes, migraciones inter
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inmigraciones, asi como el trabajo de extranjeros en

Espafa. Integran esta Direccién General, las subdirecciones
de Movimientos Migratorios y la de Promocién y Asistencia
Social, que de manera mids directa tiene la responsabilidad

de la asistencia a los trabajadores emigrantes y a los
retornados.

En Andalucia, dado precisamente la fuerte
tradicién emigrante, a esta cuestién se le presté atencién
ya en el Estatuto de Autonomia. Aunque, como sabemos, la
emigracién es competencia estatal, el Estatuto en su art.
17.2 ordena a la Comunidad ejercer su cometido: "Para la
superacién de las condiciones econfmicas, sociales y
culturales que determinan la emigracién de los andaluces y
mientras ésta subsista la asistencia a los emigrados para
mantener su vinculacién con Andalucia. En todo caso, se

crearin las condiciones indispensables para hacer posible

el retorno de los emigrantes y que éstos contribuyan con su

trabajo al bienestar colectivo del pueblo andaluz”.

gl Estatuto, por tanto, contiene un mandato muy
claro en tres grandes campos: el de la politica global para
evitar que se produzca la emigracién; la asistencia Yy
mantenimiento de lazos con los emigrantes y la elaboracién

de una politica - retorno.

La actuacién adwministrativa en este campo ha sido
llevada a cabo por 1la Direccién General de Emigracién,
creada el 4 febrero de 1982, y la Comisién
Interdepartamental de Emigracién, creada el 10 de diciembre
de 1982 y reestructurada el 5 de agosto de 1988, como
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organo de coordinacién administrativa de las actuaciones de
la Junta en materia de emigracién.

En el desarrollo de esta politica en favor de los

emigrantes andaluces, la Junta ha emprendido diversas

actuaciones. Ha establecido Convenios e Cooperacién
cultural con otras autonomias, aprob6é una Ley de
Reconocimiento de las Comunidades Andaluzas asentadas fuera
del territorioc andaluz -ley 7/1986, de 6 de mayo, en base
a la cual se conceden subvenciones y ayudas econfmicas, se
promueve el asociacionismo de los emigrantes andaluces,
etc. Completa, por tanto, para los emigrantes de origen
andaluz, los programas de actuacién y ayudas generales
establecidos por el poder central (veanse la gama de ayudas
y proteccién disponibles en: Ministerio de Trabajo, 1988).

Hay que sefialar para concluir que, en ia
actualidad, los aspectos de la emigracién se estan viendo
modificados portres cuestiones signficativas. Por una
parte, porque dada la situacién de crisis, la emigracién ha
cambiado de nuevo. Ahora es fundamentalmente de retorno,
dejando al margen la emigracién de temporada que plantea
problemas distintos y no la abordamos aqui. Es decir, se
trata de emigrantes que regresan bien sea Ppor haber
finalizados sus contratos, O por despido. para estos
emigrantes 1la Administracién central concede ayudas de
retorno e instalacién en Espafia y la Junta ha facilitado

ayudas para cooperativas.

Otra circunstancia que ha alterado la situacién

profundamente, ha sido la incorporacién de Espafia a la




Comunidad Europea. Esto abre un proceso que conducird a la
equiparaciér plena en derechos de los

trabajadores
espafioles con los de otros paises. Esto no eliminaréd, sin
embargo, la necesidad de apoyos de los emigrantes vy,
ademéds, tal vez sea necesario reforzar las medidas en favor

de emigrantes de segunda generacifén.

Por dltimo, hay que indicar que un fenémeno
reciente obligaréd a reforzar las medidas en favor de otros
colectivos. Espafia se estd convirtiendo en un pais gque
cuenta ya con importante nimero de trabajadores inmigrantes
procedentes de, sobre tcio, norte de Africa y Portugal
(vease por ejemplo Caritas 1987 y 1988). Sera necesario, a
corto plazo, proporcionar servicios y apoyos especificos a
ese creciente colectivo.




CONCLUSIONES




1l.- Los Servicios Sociales se estan consolidando
en Espafia, como un sistema piblico. Son, no obstante, el
resultado de una dilatada evolucién histérica que ha estado

sujeta a toda suerte de influencias. Factores histéricos,

politicos, econémicos, religiosos, culturales, juridicos
-relacionados entre si- han condicionado su trayectoria.

2.- Los primeros esbozos de alguna responsabilidad
piblica ante situaciones de necesidad, se producen en torno
al siglo XVI. Pero en esta época -y durante varios siglos
todavia-, la respuesta se realiza como atencién al caso
concreto y a la situacién particular. A menudo la forma de
realizarlo que se empleaba era la institucionalizacién -es
decir, el ingreso de la persona en algin establecimiento al
efecto-. Pero estas instituciones generaban ain mayor
segregacién y marginacién de los individuos.

3.- El papel y la responsabilided del Estado fue
en aumento también como consecuencia de la desamortizacién.
L.a falta de recursos de las fundaciones religiosas cuando,
en el XIX, se incrementan l1as necesidades, obligan a la
rapida sustitucién de la peneficencia privada por la
piblica que, en ocasiones, quiere nutrirse de los restos de

la privada.

4.-La cuestién gocial se encuentra en el substrato
s servicios gsociales. ProvocHd como

de la aparicién de lo
aspectos, el paulatino

respuesta, entre otros




intervencionismo estatal. Esa intervencién adopta, en un

primer momento durante el XIX, una modalidad limitadora de
los excesos mediante leyes sociales protectoras. Pero, esa
misma dinédmica, generarad demandas de medidas preventivas,

equipamientos y servicios que pronto se estructurarn como
servicios sociales.

5.-Si en otros paises europeos esa evoluciénfue
mids rapida, el franguismo en Espafa retrasé el proceso.
Aunque introduce numerocsas medidas concretas de accién
social, lo realizé con mentalidad paternalista y con gran
dispersi6én organizativa. De ahi que en los finales del
siglo XX, Espaiia no cuente adn con un nivel de cobertura de
los servicios sociales, semejante al disponible en otros
paises europeos.

6.-El1 retraso del sistema de servicios sociales en
Espafia en comparacién a otros paises. se ha reducido a
partir de la Constitucién de 1978 y las dinémicas juridicas
y politicas que ocasioné. Con la Constitucién los servicios
sociales se dirigen a todos los ciudadanos, siguiendo el
principio de universalidad, aunque en la préctica no todos
los grupos sociales necesitados cuenten con cobertura para
sus necesidades. La falta de recursos econémicos, el
incremento de demandas debido a la crisis econ6mica, la
reciente implantaci6én etc., origina que haya gsectores
sociales todavia desatendidos.




La tendencia actual se dirige a reforzar los

servicios sociales comunitarios, como primer nivel de

atencién, y a la desinstitucionalizacién. De esta manera se
logra mantener a la persona en

su medio habitual,
propicidndo asi la integracién.

7.-Tanto a nivel central como autonfémico -en
Andalucia, en particular-, se producen situaciones muy
diferenciadas de acceso a los servicios sociales
especializados. Existen, en el momento actual, colectivos
bastante mejor protegidos -p.ej. tercera edad o
toxic6émanos-, que otros -como gitanos- con menores
dotaciones y servicios disponibles.

g.-La iniciativa social ha desempefiado un papel
relevante en la atencién a las necesidades sociales. La
legislacién vigente apoya a las instituciones del
voluntariado, ya que puede ser una via para atenuar las
situaciones de marginacién propias de una situacién de

crisis econémica.

9.-Desde la transicidén politica, las distintas
Administraciones -Central, Autonémica, Local- han realizado

importantes esfuerzos en la consolidacién de los servicios
sociales. Pero resultan todavia insuficientes. Ademis dado
el retraso del que se partia, gran parte de los recursos se
orientan a la misma creacién y puesta en marcha, tanto de
las estructuras administrativas, como centros Y




equipamientos. Por ello, pese a los esfuerzos que se

realizan, puede dar la impresién de que los esfuerzos no
llegan los verdaderos necesitados.

10.-La evolucién juridica y las practicas

materiales se encaminan a la configuracion de los servicios
sociales como un sector mas del bienestar social. Unido al
sector educativo, al de empleo, salud, seguridad social

etc., se han convertido en elementos basicos para la
calidad de vida.
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